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SECRETARIO: FRANCISCO JAVIER BELMARES OLVERA.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, cuatro de junio de dos mil veintiséis.
V I S T O S para resolver los autos del toca ******/2025, formado con motivo de la interposición de los recursos de apelación presentados en la oficialía de partes de este Tribunal el veintiuno de abril de dos mil veinticinco, por ******, y el dos de mayo siguiente, por ******, en su carácter de presuntos responsables, en el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2022, en contra de la resolución de veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; turnados a ésta Sala Superior el veintiocho de abril y catorce de mayo siguientes, mediante oficios TEJA/2SU/******/2025/SA y TEJA/2SU/******/2025/SA, signados por la Magistrada y el Secretario de Acuerdos de dicha Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O

I. La resolución materia de la apelación, concluyó con los puntos resolutivos siguientes:
“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para resolver el presente procedimiento de responsabilidad administrativa.

SEGUNDO.- Se determina que NO EXISTEN elementos suficientes para declarar plenamente responsables al Dr. ******; y, al Ing. ****** en su carácter respectivo de ****** y de ****** del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto” en la comisión de la falta administrativa grave definida como encubrimiento contenida en el artículo 61 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; ni para declarar plenamente responsable al C. ******, en su carácter de ****** del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, en la comisión de la falta administrativa grave definida como abuso de funciones contemplada en el artículo 53 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; conforme a las consideraciones expuestas en la presente resolución.
TERCERO.- Con fundamento en lo dispuesto en el numeral 206, fracción VII, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí vigente, SE DETERMINA LA RESPONSABILIDAD PLENA DE LOS EX SERVIDORES PÚBLICOS Dr. ****** en su respectivo carácter de ******, y ******, pertenecientes al Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; en la comisión de la falta administrativa grave definida como Desvío de Recursos Públicos contenida en el artículo 53 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; conforme a los razonamiento expuestos en esta sentencia.
CUARTO.- Con base en lo expuesto en la fracción VIII del artículo 206 de la Ley de Responsabilidades de mérito, se impone ******, la sanción de inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, por un periodo de un año; sanción que es considerada de orden público, la cual, surtirá sus efectos a partir de que se notifique la presente resolución.”
II. Inconforme con la referida determinación, ******, con el carácter antes referido, interpusieron recurso de apelación, por escritos presentados el primero el veintiuno de abril y los dos restantes el dos de mayo, de dos mil veinticinco, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y, recibidos en esta Sala Superior el veintiocho de abril y catorce de mayo siguientes; atendiendo a que por auto de veintitrés de abril anterior, con fundamento en el artículo 217
, párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y expediente de responsabilidad administrativa ******/2022.
III. Por acuerdo de siete de mayo de dos mil veinticinco
, se admitió a trámite el recurso de apelación bajo el consecutivo ******/2025, planteado por ******, en su carácter de presunto responsable; se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la autoridad substanciadora, autoridad investigadora y Director General, del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.
IV. En auto de veinte de mayo de dos mil veinticinco
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por ******, en su carácter de presuntos responsables; se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la autoridad substanciadora, autoridad investigadora y Director General, del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere. 

Por otra parte, se tuvo por precluido el derecho de la autoridad substanciadora, autoridad investigadora y Director General, del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, para que desahogaran la vista otorgada en el proveído de admisión y, visto el estado procesal de los autos, se reservó la citación para resolver el asunto, hasta que transcurriera el término otorgado acuerdo de mérito.
V. Mediante proveído de cinco de junio de dos mil veinticinco
, se tuvo por precluido el derecho de las autoridades de referencia, para desahogar la vista otorgada en el auto de admisión de veinte de mayo anterior y, visto el estado procesal que guardaba el sumario, con fundamento en el artículo 219, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, se citaron para resolver los recursos de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer el presente recurso de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8, 9, fracción II, 23, fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 152, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y, 217, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. La integración de la Litis en segunda instancia se funda en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los arábigos 152 y 156, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo texto legal a continuación se reproduce:

“Artículo 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 218. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito ante el Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”

“Artículo 220. La Sala Superior del Tribunal procederá al estudio de los conceptos de apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden dé la certeza de la inocencia del Servidor Público o del particular, o de ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad Investigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con certeza la responsabilidad de los involucrados. 

En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.”
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 
III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
De los citados artículos se obtiene que la Litis en segunda instancia se integra con la sentencia definitiva emitida por el Magistrado de Sala Unitaria de origen y con los agravios de la o las partes recurrentes.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente, la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en el artículo 220, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con los artículos 249 y 250, del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el servidor público o el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156, párrafo quinto, del Código Procesal aplicable, de aplicación supletoria conforme a lo establecido en el artículo 121, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados, además el precepto 220, último párrafo, de la misma Ley, señala también que debe darse preferencia al estudio de las violaciones de fondo aún de manera oficiosa; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.

De ahí que resulte esencial que la parte apelante, a través de sus agravios, combata las consideraciones que sustentan la resolución impugnada para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende.

Tal límite, no riñe con el derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 constitucional, toda vez que el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, esto es, no es dable la actuación oficiosa del juzgador, salvo en los supuestos que la ley así lo dispone (presupuestos procesales de procedencia del juicio contencioso o suplencia de la deficiencia de agravios ordenados en ley por violaciones esenciales del procedimiento o aplicación de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constitucionalidad y convencionalidad, entre otros). Máxime cuando la posición comentada no impide a las partes a acceder a los tribunales, para plantear una pretensión o defenderse de ella, y para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia. Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis siguiente:
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	“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”


TERCERO. Legitimación
. El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de ******, en su carácter de presuntos responsables, en el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2022, del índice de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal de Justicia Administrativa.
CUARTO. Oportunidad. Los recursos de apelación fueron presentados dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el párrafo primero del artículo 218, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el arábigo 153, primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que: a) En lo que atañe a ******la sentencia recurrida le fue notificada el tres de abril de dos mil veinticinco
, por lo que dicha notificación surtió efectos el cuatro siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del siete al treinta de abril del año próximo anterior; en ese lapso no deben contar los días doce, trece, diecinueve, veinte, veintiséis y veintisiete, por haber sido sábados y domingos; b) Por lo que ve al recurso interpuesto por ******, la sentencia recurrida le fue notificada el cuatro de abril de dos mil veinticinco
, por lo que dicha notificación surtió efectos el siete siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del ocho de abril al dos de mayo del mismo año; en ese lapso no deben contar los días doce, trece, diecinueve, veinte, veintiséis y veintisiete, por haber sido sábados y domingos; y c) Respecto a ******, la sentencia recurrida le fue notificada el ocho de abril dos mil veinticinco
, por lo que dicha notificación surtió efectos el nueve siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del diez de abril al siete de mayo del año próximo anterior, en ese lapso no deben contar los días doce, trece, diecinueve, veinte, veintiséis, veintisiete de abril y, tres y cuatro de mayo, por haber sido sábados y domingos, así como el dieciséis, diecisiete y dieciocho de abril, uno y cinco de mayo, por haberse suspendido las labores de este Tribunal, con motivo de la conmemoración de los días Santos y, de acuerdo con el “Calendario Oficial de Labores 2025”, conforme al artículo 15
, de la Ley Adjetiva Administrativa para el Estado; por lo que si los recursos de apelación se presentaron el veintiuno de abril y dos de mayo de dos mil veinticinco, se patentiza se interpusieron oportunamente.
QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con arábigo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales disponen lo siguiente:
“Artículo 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, de la interpretación armónica de ambos normativos, se desprende que los recursos de apelación intentados por ******, en su carácter de presuntos responsables, en el expediente ******/2022, del índice de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; resultan procedentes, en atención a que la determinación que se impugna de veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco, emitida en el expediente antes mencionado, por la referida Segunda Sala Unitaria, constituye una resolución definitiva en la que se declaró responsables a los ex servidores públicos en cita, en la comisión de la falta administrativa grave como desvío de recursos públicos.
De modo que el asunto sometido a esta Alzada encuadra en el supuesto de procedencia previsto por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el arábigo 152, penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Lo anterior encuentra apoyo en las tesis siguientes.
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	“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.”

	
	“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.”


SÉPTIMO. Estudio. Los agravios formulados por los apelantes resultan, esencialmente fundados, aunque suplidos en su deficiencia con apoyo en el artículo 24, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria a la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, suficientes para modificar el fallo impugnado.
En la resolución de veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco, dictada en el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2022, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, determinó la responsabilidad plena de los ex servidores públicos ******, en su carácter de ex ******, ex ****** y ex ****** todos del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, respectivamente, en la comisión de la falta administrativa grave definida como desvío de recursos públicos contenida en el artículo 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. En consecuencia, les impuso la sanción de inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas por un periodo de un año, conforme lo dispuesto en el arábigo 206, del ordenamiento legal en cita, no así en lo que atañe a la comisión de las faltas administrativas graves definidas como encubrimiento y abuso de funciones contenidas en los arábigos 56 y 61, del ordenamiento legal en cita, acorde a los razonamientos siguientes.
Inicialmente, decidió que, por tratarse de una cuestión de orden público, estudio preferente y oficioso, previo al análisis de los hechos controvertidos por las partes, la Magistrada de instrucción analizó la prescripción de las faltas administrativas graves imputadas.
Para determinar lo anterior, precisó correspondía remitirse a lo dispuesto en los artículos 73, párrafo segundo y, 115, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; porciones normativas de las que obtuvo que las faltas administrativas graves, prescriben en el plazo de siete años, contados a partir del día siguiente al que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubieren cesado y, que dicho término, se interrumpe con la admisión del informe de presunta responsabilidad administrativa.
Bajo esa perspectiva, del análisis que practicó a los hechos narrados en el informe de presunta responsabilidad administrativa, ocurridos del veintiocho de septiembre de dos mil diecinueve al veintiuno de septiembre de dos mil veintiuno, determinó que en la especie no se actualizaba el supuesto de prescripción, dado que, habían transcurrido dos años, lo que no actualizó la hipótesis normativa de referencia.
Por otra parte, del análisis que practicó a los oficios RH/******/2022, RH/******/2022 y, RH/******/2022, de veintiuno de junio, siete y veintidós de septiembre, todos de dos mil veintidós, respectivamente, la A quo advirtió la calidad de servidores públicos de ******, en sus condiciones de ex ******, ex ****** y ex ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto. A dichas constancias les concedió valor probatorio pleno, al haber sido emitidas por autoridad competente en ejercicio de sus funciones, de conformidad con el arábigo 136, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; de ahí que, determinó acreditado dicho supuesto.
Asimismo, la resolutora sostuvo que aun cuando los presuntos responsables, no se encuentran laborando en la Administración Pública, no les exime de la responsabilidad, o genera impedimento para la imposición de sanción alguna. En sustento a esa forma de razonar, citó la tesis de rubro: “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LAS SANCIONES PREVISTAS EN LA LEY RESPECTIVA SON APLICABLES AUN CUANDO AL MOMENTO DE LA IMPOSICIÓN DE LA SANCIÓN EL INFRACTOR YA NO SE ENCUENTRE LABORANDO EN EL SERVICIO PÚBLICO.”
Precisado lo anterior, del análisis que practicó al informe de presunta responsabilidad, la resolutora sostuvo en el considerando cuarto del fallo impugnado que no existían elementos suficientes para declarar la plena responsabilidad de los ex servidores públicos, ******, ex ******; ******, ex******; y, ******, ex ******, todos del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, en la comisión de las faltas administrativas graves definidas como encubrimiento y, abuso de funciones, respectivamente, previstas en los artículos 56 y 61, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; no así, respecto a la existencia de elementos para declarar la plena responsabilidad respecto de la infracción de desvío de recursos públicos, contenida en el arábigo 53, del ordenamiento en cita; ello acorde a las consideraciones ahí expresas, de las que esta Alzada prescinde su pronunciamiento debido a que no forman parte de la litis en el presente asunto, pues dicha decisión fue en beneficio de los denunciados, misma que no fue combatida mediante apelación, por la autoridad, a quien pudiese haberle causado afectación.
No obstante lo anterior, respecto a la responsabilidad plena de los ex servidores públicos , ******, ex ******; ******, ex******; y, ******, ex ******,  del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, respectivamente, que determinó la Magistrada de instrucción en la comisión de la falta administrativa grave definida como desvío de recursos públicos, precisó que correspondía remitirse a lo dispuesto en el artículo 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. 
De dicho precepto, obtuvo que los elementos para la configuración de la infracción consistían en los siguientes: “Autorice actos para la asignación o desvío de recursos públicos, o; Solicite actos para la asignación o desvío de recursos públicos; o, Realice actos para la asignación o desvío de recursos públicos. Que los recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros. Que esa Autorización, Solicitud o Realización de los Actos para la asignación o desvío de recursos públicos sea sin fundamento jurídico, o bien, que esa Autorización, Solicitud o Realización de los Actos para la asignación o desvío de recursos públicos sea en contraposición a las normas aplicables.”
Para sostener lo anterior, reiteró que la calidad de servidores públicos de los encausados quedó acreditada con los oficios RH/******/2022, RH/******/2022 y, RH/******/2022, previamente analizados.
Asimismo, precisó correspondía remitirse a lo dispuesto en los artículos 3°, fracción XXVI, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; 124 y 125, fracción III, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí. Al efecto, razonó que por servidor público se entiende la persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública, estatal o municipal, quien será responsable de los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deba observar en el desempeño de sus funciones.
Por tanto, sostuvo que los servidores públicos tienen la obligación de acatar el marco jurídico que rige su cargo; de ahí, que deberán sujetarse a la normatividad que regule sus funciones, facultades y atribuciones, a efecto de no incurrir en responsabilidad de hechos de actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de su cargo.
En ese sentido, precisó que la falta administrativa grave, atribuida a los ex servidores públicos, se hizo consistir en desvió de recursos públicos, con base en los hechos imputados en el informe de presunta responsabilidad, del que, advirtió lo siguiente:
I. ******, se le imputa el incumplimiento de las funciones establecidas en el Manual de Organización aplicable a la Dirección General del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, consistentes en:
“Supervisar y controlar al personal que labora en el Hospital observando y haciendo observar las líneas de autoridad organizacional establecidas y autorizadas en los manuales de Organización y Procedimiento.

Vigilar que el Hospital cumpla con sus objetivos y fines para los que está constituido, así como cumplir con los ordenamientos legales aplicables y reglamentarios.

Cuidar, proteger y conservar los bienes muebles e inmuebles que tenga a su cargo, asegurando su crecimiento sustentable, de acuerdo a la bioestadística generada por el Hospital.

Derivado de lo anterior, la autoridad investigadora le atribuyó la omisión de presentar la denuncia correspondiente por el faltante de bienes en el nosocomio; acción que precisó, debió realizarse al concluir el primer corte de entrega-recepción el treinta y uno de julio de dos mil veintiuno. De ahí, que la autoridad investigadora del órgano interno de control del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, imputó la presunta responsabilidad por la falta administrativa grave de desvío de recursos públicos, al incumplir lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
II. ******. Se le atribuye la presunta comisión de faltas administrativas graves, previstas en los artículos 53 y 61, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, derivado de la venta indebida de bienes propiedad del nosocomio consistentes en: 1) ****** y, sus diversos componentes; 2) ******; 3) unidad ******, color blanco, 6 cilindros, serie ****** y 4) desechos (tarimas, papel y cartón).
En consecuencia, se le atribuye el ejercicio de funciones ajenas a su cargo. Por ello, se le imputa el incumplimiento del Manual de Organización aplicable al Departamento de Mantenimiento del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, al haber vendido los bienes referidos sin la autorización del servidor público facultado por la Ley de Bienes del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Por tanto, se le señala por no ingresar los montos obtenidos a las cuentas del nosocomio destinadas para tal fin. Se precisó que fue hasta el veinte de septiembre de dos mil veintiuno, con motivo del proceso de entrega-recepción, cuando el entonces Director General solicitó información sobre dichos bienes, advirtiéndose que únicamente se ingresó lo correspondiente a la enajenación de desechos (tarima, papel, cartón y chatarra), no obstante, que el presunto infractor manifestó haber realizado la venta de tales desechos por indicación de ******.
De ahí, que la autoridad investigadora del órgano interno de control del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto imputó la presunta responsabilidad por la falta administrativa grave de encubrimiento, al incumplir lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
III. ******. Se le atribuye la presunta comisión de faltas administrativas graves, previstas en los artículos 53 y 61, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, derivado de incumplir al Manual de Organización aplicable al Departamento de Mantenimiento del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.

“Planear, organizar, controlar y orientar administrativamente las diferentes áreas de trabajo del Hospital.

Asumir la responsabilidad ante la Dirección General, del buen funcionamiento de los servicios administrativos de la institución.

Vigilar y controlar el uso correcto de los recursos humanos, materiales y financieros del Hospital.

Planear y supervisar la gestión administrativa del Hospital a través de sus divisiones; División de Recursos Humanos, División de Recursos Financieros, División de Servicios Generales. División de Recursos Materiales e Informática.

Estas funciones son enunciativas más no limitativas.”

Bajo ese contexto, la autoridad investigadora le atribuyó la omisión de supervisar la actuación de los servidores públicos adscritos a las áreas sujetas a su dirección. Asimismo, lo señaló por ejercer atribuciones no conferidas en el Manual de Organización aplicable a la Dirección Administrativa, consistentes en disponer de bienes propiedad del nosocomio y de aquellos recibidos en comodato, a saber: 1) camioneta ******); 2) desechos (tarimas, papel y cartón) y, 3) equipo de ******con sus componentes-. Finalmente, se le atribuye haber instruido al Coordinador Administrativo para que este, a su vez, ordenara al Jefe de Servicios Generales y al Jefe de Mantenimiento la venta de dichos bienes, sin observar lo dispuesto en la Ley de Bienes del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Derivado de lo anterior, precisó la A quo, procedería a analizar si se satisfacía la falta administrativa grave de desvío de recursos públicos, atribuido a los aquí implicados.

De inicio precisó que los medios de convicción que integran el expediente de responsabilidad administrativa consistían en los siguientes:

1) Oficio CGE-01C-HCDIMP-******/2022
, de nueve de junio de dos mil veintidós, emitido por ******, Titular del órgano interno de control del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.
2) Denuncia administrativa
, de veintidós de septiembre de dos mil veintiuno, suscrita por ******, entonces ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, en contra de ******, ambos de dicho nosocomio.
3) Oficio RH/******/2022
, de veintiuno de junio de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo al estatus laboral de ******.
4) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintitrés de junio de dos mil veintidós, practicada a ******.
5) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintitrés de junio de dos mil veintidós, practicada a ******.
6) Oficio MDG/DA/AF/******/2022
, de veintisiete de julio de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
7) Oficio MDG/DA/AF/******/2022
, de catorce de junio de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
8) Oficio UASLP/AG-******/2022
, de catorce de julio de dos mil veintidós, emitido por ****** Abogado General de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-A1/******2022.
9) Oficio DG/DAISO/DOCYM/OF/******/2022
, de dieciocho de julio de dos mil veintidós, emitido por ****** de Servicios de Salud de San Luis Potosí, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
10) Oficio DG/DA/RF/******/2022
, de quince de julio de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
11) Escrito de quince de julio de dos mil veintidós
, suscrito por ****** de la Asociación Profesional Gremial de Médicos del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
12) Oficio DG/DA/MTTO/******/2022
, de quince de julio de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
13) Oficio DG/DA/C/******/2022
, de dieciséis de agosto de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.
14) Oficio OM/DGSA/DCP-******/DVM156-22
, de cinco de septiembre de dos mil veintidós, emitido por ******, Director de Control Patrimonial de la Oficialía Mayor, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01CHCDIMP-A1/******/2022.
15) Oficio DG/DA/C/******/2022
, de ocho de septiembre de dos mil veintidós, emitido por ****** Director General del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01CHCDIMP-AI/******/2022.
16) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******.
17) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******.
18) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******.
19) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintinueve de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******.
20) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******.
21) Constancia de la entrevista de investigación
, de treinta de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******.
22) Oficio DG/DA/C/******/2022
, de cuatro de octubre de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01-HCDIMP-AI/******/2022.
23) Oficio DG/DA/C/******/2022
, de cuatro de octubre de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C/HCMDIMP-AI/******2022.
A dichos medios de convicción, la resolutora les concedió valor probatorio pleno de conformidad con los artículos 133, 134, 136 y 159, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al valorarlos de manera conjunta bajo los principios de la lógica, la sana crítica y la experiencia.
Para tal fin, atendió lo dispuesto en el arábigo 136, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; que al efecto, sostuvo que el valor probatorio pleno sobre la veracidad de los hechos aplica exclusivamente a los actos consignados por autoridades en funciones, no así a las declaraciones de particulares contenidas en dichos documentos; éstas últimas, aseveró, solo acreditan que las manifestaciones fueron realizadas ante la autoridad, no que lo declarado sea cierto.
En ese sentido, refirió que las entrevistas consignadas en documentos públicos se valorarán conforme al artículo 137, de dicho ordenamiento legal y, por tanto, tendrán valor probatorio pleno solo si, a juicio de la autoridad resolutora, resultan fiables, coherentes de acuerdo con la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación con las demás pruebas, y generan convicción al ser analizadas de manera conjunta e integral con el resto del caudal probatorio.
Por tanto, explicó que existen dos enfoques para la valoración de la prueba: uno relacionado con el continente (valor) y otro con el contenido (alcance). 

Respecto al primero, refirió que el propósito es determinar la autoridad formal y el valor probatorio (pleno o relativo) de un elemento de juicio; esto se logra, sostuvo, clasificando el tipo de prueba (documento público o privado, testimonial, pericial, etcétera) según sus características adjetivas, como su génesis, autoría y cumplimiento procesal.
En relación con el segundo, indicó que se centra en la capacidad del medio de prueba para demostrar los hechos específicos alegados por las partes. Por tanto, sostuvo que, mediante este análisis, el juzgador determina qué hechos quedan probados tras examinar el contenido de la evidencia, estableciendo así su alcance o fuerza probatoria.

Bajo esa perspectiva, concluyó que el valor probatorio atañe a la autoridad formal de la prueba para la acreditación de hechos en general, la cual deriva de su elaboración. En contraste, el alcance probatorio se relaciona con el contenido de las pruebas, cuyo propósito es comprobar la realización de los hechos descritos.

Así, reiteró que la valoración de la prueba es facultad de la autoridad resolutora, quien debe observar en el dictado de la resolución definitiva, las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, conforme lo disponen los artículos 133, 134, 136 y 159, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Corolario a lo anterior, precisó la resolutora, que el sistema de libre valoración probatoria, basado en la lógica y la racionalidad, se encuentra consagrado en el artículo 20, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Consecuentemente, sostuvo que, si bien el juzgador goza de libertad para apreciar las pruebas, está obligado a fundar y motivar sus decisiones, así como a aplicar criterios generales derivados de la experiencia y prácticas reiteradas. 

En ese sentido, refirió que correspondía remitirse a lo dispuesto en el arábigo 133, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. De dicho precepto obtuvo, que la limitación para conocer la verdad de los hechos consistes en que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente y con pleno respeto a los derechos humanos, lo que excluye la confesional de posiciones, de conformidad con el artículo 77, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Asimismo, destacó que, en el ámbito jurídico, la prueba se concibe en sentidos estricto y amplio.
Explicó, que el primero refiere a la obtención del cercioramiento del juzgador sobre los hechos discutidos cuyo esclarecimiento sea necesario para resolver el conflicto. En su acepción amplia, sostuvo comprende el conjunto de actos desarrollados por las partes, tercero y juzgador para lograr dicho fin. Así, destacó que también se denomina prueba a los medios, instrumentos y conductas humanas orientadas a verificar las afirmaciones de hecho.

Finalmente, añadió que la prueba es un elemento indispensable para convencer al juzgador sobre la existencia de hechos relevantes. Se trata de un dato racional y objetivo, idóneo para acreditar la responsabilidad administrativa. En consecuencia, concluyó que, las probanzas son el medio imprescindible para introducir hechos al procedimiento, siendo la vía para su acreditación.
Con base en lo anterior, la A quo concluyó que los medios de convicción aportados por el órgano investigador eran aptos para atribuir responsabilidad a los presuntos infractores ******, en su carácter de ex ******, ex ****** y ex ******, respectivamente, del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, en la comisión de la falta administrativa grave de desvió de recursos públicos, en términos de lo dispuesto en el artículo 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Del análisis probatorio de las constancias exhibidas por la autoridad investigadora en el informe de presunta responsabilidad, la resolutora determinó que las conductas atribuidas a los presuntos responsables conllevan al hecho de haber autorizado, sin fundamento jurídico, actos para la asignación de recursos públicos materiales pertenecientes al nosocomio.

Lo anterior, lo adminiculó con las actas de entrevista de veintitrés de junio, veintiocho, veintinueve y treinta de septiembre de dos mil veintidós, practicadas a ******, respectivamente. De estas, advirtió que los comparecientes coincidieron en señalar que los presuntos infractores autorizaron la asignación de recursos públicos materiales del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto. 

En ese sentido, la Juzgadora otorgó valor probatorio pleno a dichas pruebas, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 134 y 136, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en tanto que, fueron recabadas por una autoridad en el ejercicio de sus funciones y constan en documentos públicos. En consecuencia, refirió, resultaron fiables y coherentes respecto a los hechos que originaron la falta administrativa atribuida, pues razonó, generan convicción respecto de la existencia de los bienes propiedad del nosocomio y su disposición injustificada por autorización de los presuntos responsables.

No obstante, la Magistrada de instrucción sostuvo que, derivado de que los presuntos responsables incurrieron en la falta administrativa grave de desvío de recursos públicos -mientras se desempeñaban como ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto-, inobservaron las directrices que rigen la actuación de los servidores públicos que prevén los artículos 4º y 6º, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Para determinar lo anterior, precisó que los presuntos responsables al momento de la ejecución de la conducta imputada, no se encontraban influenciados contra su voluntad, ni mucho menos al momento de rendir su declaración en la audiencia inicial.
En consecuencia, sostuvo que los ex servidores públicos inobservaron lo dispuesto por el artículo 50, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. Lo anterior, al omitir abstenerse de realizar la conducta de desvío de recursos públicos -constitutiva de falta administrativa grave-, lo que conlleva a la imposición de la sanción a que refiere el dispositivo del ordenamiento legal en cita.
Bajo ese contexto, precisó que la materialización de la conducta se hizo patente con la autorización -sin fundamento jurídico- de los presuntos responsables para la asignación, venta y disposición de los bienes pertenecientes al Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto consistentes en: 1) ******
Para determinar la titularidad de los recursos materiales públicos en cuestión, la A quo tuvo por acreditada la propiedad, mediante los oficios RH/******/2022 (sic), MDG/DA/AF/******/2022, UASLP/AG-******/2022, MDG/DA/AF/******/2022 y, el escrito de la Asociación Profesional de Médicos del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto de quince de julio de dos mil veintidós, presentado en cumplimiento al requerimiento formulado por la autoridad investigadora mediante diverso oficio CGE/OIC/HCDIMP-******/2022. En dicho documento se exhibió el contrato de reconocimiento de adeudo condicionado donde consta la Donación de ****** cuya propiedad consta en las facturas con los folios ******.
Finalmente, dada la jerarquía como directivos y jefe de área en el Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, la resolutora precisó que los presuntos responsables poseían plena autoridad y poder de decisión sobre los actos que derivaron en la presunta falta administrativa atribuida, y que, derivado de ello, autorizaron, sin fundamento jurídico actos para la venta y disposición de recursos públicos materiales, propiedad del nosocomio.
De ahí que razonó, que los ex servidores públicos se valieron de su empleo, cargo o comisión para llevar a cabo la conducta denominada desvío de recursos públicos, lo que, consideró contravino lo dispuesto en el artículo 6°, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Finalmente, sostuvo que con relación a los daños y perjuicios patrimoniales que se les atribuye a los presuntos infractores, la Juzgadora consideró que la autoridad investigadora no demostró, mediante medios de convicción contundentes, el monto total del daño causado a la hacienda pública del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.
Para determinar lo anterior, en lo relativo al nivel jerárquico, antecedentes y antigüedad en el empleo de los presuntos infractores, la A quo consideró que el cargo como ******, les permitía tener plena conciencia de la conducta anómala imputada –desvío de recursos públicos- y, en consecuencia, que incurrieron en una infracción al valerse y excederse de las funciones de su cargo.
Asimismo, del análisis que práctico a los oficios RH/******/2022 de veintiuno de junio, RH/******/2022 de siete de septiembre y, RH/******/2022 de veintiséis de septiembre, todos de dos mil veintidós, observó que las condiciones socioeconómicas de ******, durante su encargo como ****** respectivamente, del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, ascendían a $******oneda nacional), $****** moneda nacional) y, $******/100 moneda nacional).
De ahí, consideró que las percepciones que recibían lo ex servidores públicos durante su encargo y, el grado de escolaridad, les permitía vivir de forma decorosa.
Por tanto, determinó que las anteriores circunstancias, con relación al daño o perjuicio a la hacienda o beneficio económico, no contribuían a incrementar la severidad en la sanción, en tanto que, se trata de un elemento subjetivo que no puede ser considerado en perjuicio de los presuntos responsables.
Respecto al elemento de reincidencia en el incumplimiento de obligaciones a cargo de los presuntos responsables, precisó que la búsqueda en los registros sobre sanciones firmes –por conductas típicas similares a la analizada en el caso particular- resultó infructuosa. En consecuencia, determinó que no se actualizan los supuestos que prevé el artículo 79, fracción V, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Motivos los anteriores, por los que la Magistrada de instancia consideró que aun cuando la conducta de los ex servidores públicos configura una falta grave de desvío de recursos públicos conforme lo dispone el artículo 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, los medios de convicción aportados en el juicio no acreditaron daño a la hacienda pública ni beneficio o lucro para los presuntos responsables.
Por tanto, determinó que ante la falta de elementos que hicieran patente un daño patrimonial, determinó procedente la sanción de inhabilitación de tres meses a un año, conforme lo dispuesto en el arábigo 77, de dicho ordenamiento legal. En sustento a esa forma de razonar, citó la tesis de rubro: “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PUEDEN SANCIONARSE LAS IRREGULARIDADES COMETIDAS POR ESTOS, AUNQUE NO IMPLIQUEN UN BENEFICIO ECONÓMICO PARA EL RESPONSABLE NI CAUSEN DAÑOS A PERJUICIOS PATRIMONIALES.”
De ahí que, del análisis que practicó a las actuaciones, advirtió que no se acreditó que ******, se ubicaran en los supuestos del artículo 78, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; lo anterior, precisó, debido a que no se demostró la obtención de beneficios económicos (propios o de terceros en términos del diverso arábigo 51, de dicho ordenamiento legal) ni daños y perjuicios provocados a la hacienda pública o al patrimonio de entes públicos. 
En consecuencia, determinó improcedente la imposición de sanción económica, así como el pago de indemnización por reparación del daño o perjuicio alguno. Ello en virtud, de que la autoridad investigadora no realizó el análisis del daño o perjuicio causado por la conducta infractora desplegada por los presuntos responsables.
Lo anterior fue determinante para que la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal declarara procedente imponer a ******, inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público, así como para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, por un periodo de un año. 
Dicha sanción, sostuvo resulta proporcional a la gravedad de la responsabilidad y, la conveniencia de sancionar y prevenir prácticas que infrinjan las disposiciones de la Ley.
La decisión contenida en el fallo impugnado tuvo sustento en las tesis de rubro: “RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE SERVIDORES PÚBLICOS. AL RESOLVER EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, LA AUTORIDAD DEBE BUSCAR EL EQUILIBRIO ENTRE LA CONDUCTA INFRACTORA Y LA SANCIÓN A IMPONER.” y “RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PARA QUE SE CONSIDERE DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA LA IMPOSICIÓN DE UNA SANCIÓN ADMINISTRATIVA, LA AUTORIDAD DEBE PONDERAR TANTO LOS ELEMENTOS OBJETIVOS COMO LOS SUBJETIVOS DEL CASO CONCRETO.”, así como en lo dispuesto en los artículos 108, 109, fracción III y, 113, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 124 y 125, facción III, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 1°, 2°, 3°, fracciones III y IV, segundo párrafo, XVII, y XVIII, 4°, fracción II, 6°, 8°, fracción II, 9°, párrafo segundo, 12, 50, 56, 73, 77, 78, 79, 103, 113, 114, 115, 133, 134, 136, 137, 138, 201, fracción V, 202, 204, 206, 207, fracción I a la X y, 208, fracciones II a IV, 224, 226, fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; 8°, último párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
Esta es la resolución materia de análisis en esta Segunda instancia.

Síntesis de agravios. En contra de lo resuelto por la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, los recurrentes aducen lo siguiente:

****** formuló como agravios, los siguientes:

Primer agravio. Después de explicar diversos aspectos relacionados con los principios de congruencia y exhaustividad, el apelante sostuvo que la resolución impugnada viola el artículo 207, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en tanto que afirmó, que la Sala Resolutora infringió dichos principios al calificar y valorar indebidamente la conducta imputada por la autoridad investigadora, determinando incorrectamente que se actualizó la falta administrativa grave prevista en el arábigo 53, de dicho ordenamiento legal.
Para evidenciar lo anterior, señaló que la Magistrada de instrucción le atribuyó el incumplimiento de las funciones previstas en el Manual de Organización que se dijo aplicable a la Dirección General del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.

Precisó, que tal documento fue exhibido mediante oficio DG/DA/C/******/2022, de cuatro de octubre de dos mil veintidós, signado por ******, en su carácter de ****** del nosocomio.
No obstante, refirió que en dicha misiva el citado funcionario aclaró que el manual en cuestión no se encontraba autorizado por los Servicios de Salud ni la Oficialía Mayor, al carecer del sello correspondiente.

Por tanto, sostuvo la ilegalidad de su aplicación y, por ende, la consecuente falta de fundamentación y motivación de la conducta grave imputada. En apoyo a su dicho, citó la tesis de rubro: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.”
En ese sentido, el recurrente alegó que la ilegalidad planteada radicaba en la inobservancia de los requisitos previstos en los artículos 11 y 12, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, respecto del Manual de Organización.

De ahí, afirmó que el fundamento aplicado por el órgano investigador carece de legitimidad, legalidad y obligatoriedad.

Bajo ese contexto, precisó el sentido de la acusación en su contra y la imputación relativa a la comisión de las conductas definidas en los arábigos 53 y 61, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Por otra parte, afirmó que las pruebas aportadas por la autoridad investigadora no demuestran la solicitud, autorización o ejecución en la asignación o desvío de recursos públicos.

Por otro lado, después de explicar aspectos relacionados con las similitudes entre los principios del derecho administrativo y el derecho penal –específicamente en lo relativo a la tipicidad y la presunción de inocencia- y, citar las tesis de rubro: “DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO.”; el enjuiciado sostuvo que las autoridades investigadora y substanciadora no definieron con precisión la supuesta falta grave. Además, refirió que sustentaron la responsabilidad en manuales sin validez, y sobre los cuales la A quo basó su resolución.
En ese sentido, sostuvo que dichas autoridades realizaron una incorrecta adecuación e interpretación de los hechos y la infracción impuesta, en tanto que, le atribuyeron el hecho de entregar o autorizar la venta de bienes del nosocomio, así como de aquellos en comodato.
De ahí que, refirió no se cumplió con el principio de tipicidad y presunción de inocencia, respecto de los que precisó, debe acudirse para la imposición de la infracción y sanción, esto es, que la ley debe establecer una sanción por alguna infracción, para lo cual, la conducta imputada debe adecuarse a la hipótesis normativa preestablecida. Asimismo, refirió que quien acusa está obligado a probar y, que se debe absolver cuando las pruebas no satisfagan las condiciones necesarias para destruir la presunción de inocencia.
En apoyo a su dicho, citó las tesis de rubro: “RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS PREVISTAS EN LA LEY FEDERAL RELATIVA TAMBIÉN SE RIGEN POR EL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY QUE IMPERA EN LAS DE CARÁCTER PENAL, AUN CUANDO SEAN DE DIVERSA NATURALEZA.”; “SENTENCIAS PENALES. ELEMENTOS QUE LOS JUECES DEBEN ANALIZAR AL EMITIRLAS PARA DETERMINAR SI EXISTE O NO DELITO Y CUMPLIR CON EL DERECHO FUNDAMENTAL A UNA DEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS).”; “PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN EL CUAL SE DESENVUELVEN LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE SUS POSIBLES DESTINATARIOS.”; “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES.” y, “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR DE PRUEBA.”
Bajo esa premisa, el recurrente insistió en la ilegalidad del fallo, al afirmar que la autoridad investigadora no probó la responsabilidad atribuida. Al respecto, precisó que las declaraciones obtenidas mediante entrevistas de investigación resultan insuficientes para acreditar la conducta imputada.

Asimismo, señaló que de dichas declaraciones no se advierte que haya solicitado, autorizado o realizado actos para la asignación o desvío de recursos públicos; por el contrario, enfatizó que coinciden en señalar como responsables a los diversos servidores públicos señalados en la denuncia.

De ahí, sostuvo que, para la imposición de la sanción, las imputaciones deben justificarse plenamente con elementos de prueba que sustenten tanto la existencia de la conducta infractora como su comisión, supuesto que, en la especie, refirió, no se configura.

Por tanto, de forma reiterada, insistió en que el fallo recurrido se produjo con violación a lo dispuesto en los artículos 14 y 17, Constitucionales, al infringir los principios de congruencia y exhaustividad, en tanto que afirmó, la Sala que resolvió integró indebidamente la litis al omitir el análisis de los argumentos planteados y las pruebas aportadas, sustentando su determinación únicamente en las entrevistas de investigación. En apoyo a su dicho, citó las tesis de rubro: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE.” y “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.”
Segundo agravio. Después de explicar diversos aspectos relacionados con la prueba en el proceso de responsabilidades administrativas –concepto, objeto y débito probatorio-, el justiciable precisó el sentido de la acusación en su contra y la imputación relativa a la comisión de las conductas definidas en los arábigos 53 y 61, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y, al respecto, refirió que las conductas atribuidas por la autoridad investigadora no conducen al hecho de la responsabilidad, o que con anterioridad haya advertido actos u omisiones constitutivos de faltas administrativas y, que en consecuencia, realizado deliberadamente alguna para su ocultamiento.
Por tanto, reiteró que las pruebas aportadas por el órgano investigador resultan insuficientes para acreditar la comisión de las faltas administrativas.
Asimismo, enfatizó que la propia denuncia presentada desvirtúa la supuesta omisión; además, refirió que ninguna disposición legal obliga a presentarla en un plazo determinado. Esto, sostuvo, genera una duda razonable sobre la suficiencia de las pruebas de la autoridad investigadora para acreditar la plena responsabilidad en las faltas graves imputadas, concluyendo que ni los hechos ni la responsabilidad quedaron demostrados.

En adición a lo anterior, refirió que la Resolutora dedujo por sí misma, la falta administrativa grave, sustentada en las declaraciones recabadas en las entrevistas de investigación, e inobserva el principio de presunción de inocencia previsto en los artículos 14, segundo párrafo, 16, primer párrafo, 19, primer párrafo, 21, primer párrafo y, 102, apartado A, de la Constitución General. En apoyo a su dicho, citó las tesis de rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR CON MATICES O MODULACIONES.”
De ahí que, reiteró que la certeza sobre la culpabilidad es indispensable para sancionar y que, ante la duda sobre la conducta, la sanción es improcedente, por lo que, precisó que dicho principio exige plena certidumbre de la responsabilidad frente a las imputaciones que le fueron atribuidas.
Asimismo, que los datos de prueba aportados en el informe de presunta responsabilidad resultan insuficientes para acreditar la responsabilidad del justiciable y, por tanto, refirió, no existen elementos que desvirtúen la presunción de inocencia.

****** formuló como agravios, los siguientes:
Primer agravio. Que la resolución impugnada se produjo con violación a lo dispuesto por los artículos 14 y 16, de la Constitución Federal, al infringir los principios de legalidad y seguridad jurídica, en tanto que afirmó, la Sala que resolvió, inobservó lo dispuesto en los arábigos 2°, 204, 206 y fracción VI, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa para el Estado de San Luis Potosí, en lo relativo a la congruencia y exhaustividad de las resoluciones del Tribunal.
Al respecto, señaló que la Magistrada instructora determinó la responsabilidad por analogía a las funciones de los cargos de Director General y Director Administrativo del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto; con ello dice, inobservó los principios de congruencia, verdad material, debido proceso, tipicidad y exhaustividad.

Para evidenciar lo anterior, precisó que el informe de presunta responsabilidad le atribuyó funciones ajenas a su cargo, las cuales contrastan con lo establecido en el Manual de Organización de dicho nosocomio.
En consecuencia, precisó, el sentido de las manifestaciones que hizo valer en la audiencia de ley del juicio de origen, y al efecto, señaló que el fallo impugnado omitió estudiar y analizar sus planteamientos; de ahí que, refirió la violación al principio de exhaustividad.
Asimismo, refirió que se le imputa el incumplimiento de funciones contenidas en el Manual de Organización y Procedimientos aplicable a la Dirección Administrativa del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto. Al respecto, precisó que tal documento, remitido en el oficio DG/DA/C/******/2022, no describe las atribuciones para la jefatura de mantenimiento; aunado a ello, sostuvo que la mencionada normativa carece de fuerza vinculante al omitirse su publicación en el órgano oficial correspondiente; de ahí que, refirió la violación al principio de seguridad jurídica, debido proceso, tipicidad, taxatividad y congruencia. En apoyo a su dicho, citó la tesis de rubro: “SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. PRINCIPIO DE CONGRUENCIA EXTERNA.”
Segundo agravio. Después de precisar el sentido de la resolución impugnada respecto a los razonamientos de la Magistrada instructora sobre los elementos del desvío de recursos públicos, la eficacia de las pruebas y la consecuente determinación de responsabilidad, el apelante explicó diversos aspectos relacionados con el principio de tipicidad y citó la tesis de rubro: “TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.”; al efecto concluyó que no se cumplió con el principio referido, en tanto que, no se acreditaron los elementos del tipo conductual consistentes en autorizar actos para la asignación o desvío de recursos públicos y, autorizar, solicitar o realizar actos para la asignación o desvío de recursos púbicos, en contraposición a las normas aplicables.
Para evidenciar lo anterior, señaló que la A quo tuvo por materializada la conducta basándose en la autorización de ****** y el recurrente, y la falta de fundamento jurídico de actos para la asignación o venta.
De lo anterior, refirió que no autorizó la asignación, venta o disposición de bienes del nosocomio, que se describen en el fallo impugnado, al sostener que carecía de las facultades y atribuciones para tal efecto, a diferencia de******, en su carácter de ex ****** ex ******, respectivamente; de ahí que, refirió se le juzgó por analogía.
Por tanto, insistió en que la resolución impugnada infringe los principios de exhaustividad y congruencia, al inobservar que, en la entrevista de investigación que le fue practicada, señaló a los servidores públicos del nosocomio que autorizaron la asignación, venta o disposición de los bienes; aspecto que, refirió, no fue analizado en el fallo; de ahí que, alegó, la conducta imputada no está acreditada y, por el contrario, fue sancionado por analogía.
Asimismo, alegó que la autoridad investigadora acotó la conducta a la disposición de los bienes sin autorización de un servidor facultado, sin observar la Ley de Bienes; sin embargo, insistió en que, durante la entrevista de investigación, señaló a los servidores públicos del nosocomio que instruyeron y autorizaron la disposición y venta de los bienes; por tanto, sostuvo que es ilegal que se pretenda variar la imputación en su contra.
En apoyo a su dicho, citó la tesis de rubro: “PROCEDIMIENTO ADMINSTRATIVO SANCIONADOR. LA FALTA DEL SEÑALAMIENTO DE LA CONDUCTA E HIPÓTESIS NORMATIVA INFRINGIDA POR EL SERVIDOR PÚBLICO DEL PODER JUDICIAL AL MOMENTO DE REALIZAR LA CITACIÓN A DICHO PROCEDIMIENTO, PROVOCA SU ILEGALIDAD, POR VULNERAR EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD Y EL DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ).”
Concluyó señalando que el último elemento del desvío de recursos públicos no se acreditó, lo cual, sostuvo, infringe el principio de tipicidad al no ajustarse la conducta a la hipótesis preestablecida.
Tercero agravio. Finalmente, el recurrente refirió que la resolución impugnada carece de la debida fundamentación y motivación en lo relativo a la sanción de inhabilitación, en tanto que, sostuvo que en ningún momento autorizó la venta o disposición de bienes del nosocomio e, insistió en que dicha determinación se impuso por analogía al cargo de Dirección, siendo que tal facultad corresponde exclusivamente a esa jerarquía.

Por tanto, sostuvo que, con base en el principio de presunción de inocencia, procedía la absolución lisa y llana de la sanción impuesta, o en su defecto, imponer la pena mínima de tres meses en observancia de los principios pro persona, proporcionalidad y razonabilidad, atendiendo al grado de participación y no la máxima, de forma análoga. En apoyo a su dicho, citó la tesis de rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ALCANCES DE ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.”
****** formuló como agravios, los siguientes:
Primer agravio. Que la resolución impugnada se produjo con violación a los derechos de legalidad y defensa, en tanto que afirma, la Sala que resolvió omitió analizar los argumentos en que sustentó su defensa, los cuales se encontraban encaminados a demostrar que no existían elementos suficientes para declarar la responsabilidad en la comisión de las conductas que le fueron imputadas.
Para evidenciar lo anterior, señaló que el Manual de Organización aplicable a la Dirección Administrativa del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, sirvió como base normativa para que la autoridad investigadora determinara el incumplimiento de las obligaciones imputadas, circunstancia que refirió fue confirmada por la A quo.

En contraste, precisó el sentido de los argumentos hechos valer ante la resolutora respecto a los principios de tipicidad y reserva de ley –integrantes del principio de legalidad en la imposición de sanciones- y, en relación con las obligaciones que, refirió, a juicio de la autoridad investigadora fueron incumplidas con base en el referido Manual de Organización, lo que generó la infracción a lo dispuesto en los artículos 53 y 56, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

En ese sentido, refirió que el sustento de las omisiones que le fueron atribuidas radicaba en un manual de operación no vinculante, por lo que dicho instrumento no constituía una base jurídica válida para determinar responsabilidad alguna.
Al efecto, precisó que los argumentos hechos valer ante la resolutora sobre la naturaleza y obligatoriedad de las normas contenidas en los manuales de organización o de procedimientos –que imponen obligaciones a los servidores públicos- deben ajustarse a lo dispuesto en los arábigos 11, 12 y 116, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, y 16, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
De esa forma, reiteró que las disposiciones que sustentaban las presuntas obligaciones incumplidas se encontraban en un manual de operación carente de carácter vinculante, por lo que no constituye la base jurídica idónea para determinar responsabilidades administrativas.
Asimismo, respecto a las funciones de dichos manuales, sostuvo que son obligatorios al determinar la estructura interna y las atribuciones de los servidores públicos, independientemente de su nivel jerárquico, siempre que la acción u omisión esté prevista como conducta determinada del servidor público.

Refirió, además, que doctrinariamente la publicación de normas en el Diario Oficial busca surtir efectos generales y hacerlos obligatorios. Por tanto, señaló que la publicación oficial de los manuales es un requisito indispensable para la procedencia de sanciones por irregularidades, argumento que, a su juicio, el fallo impugnado omitió analizar.
De igual forma, reiteró, los argumentos que expuso en la instancia, sobre los manuales que constituyen ordenamientos con características de generalidad, abstracción y obligatoriedad, motivo por el cual su publicación en un órgano oficial es imperativa.
Precisó, que la imputación de la autoridad investigadora sobre la comisión de las faltas administrativas relacionadas con el incumplimiento de las funciones se basó en las contenidas en el Manual de Organización de la Dirección Administrativa del nosocomio. Al respecto, alegó que la Sala de origen omitió analizar las pruebas del órgano investigador. Reiteró, que dicho manual no es aplicable ni obligatorio, al no estar publicado en un medio oficial, contraviniendo lo dispuesto en los artículos 11, 12 y 19, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí y, 4° y 5°, de la Ley del Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí.
Refirió que dicho Manual de Organización se exhibió mediante el oficio DG/DA/C/******/2022, signado por ****** en su calidad de****** del nosocomio, documento del cual observó que el funcionario mencionó que el instrumento no estaba autorizado por la Oficialía Mayor, al carecer del sello correspondiente.

Por lo anterior, reiteró que la determinación sobre la comisión de las faltas graves –tipificadas en los artículos 53 y 56, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí- no surte efectos. Lo anterior, debido a que la imputación por incumplimiento de funciones, basadas en el Manual de Organización de la Dirección Administrativa del nosocomio, carece de validez al no estar publicado en un medio oficial; por tanto, refirió, no puede servir de fundamentación ni motivación para las autoridades investigadora, substanciadora y resolutora. En apoyo a su dicho, citó las tesis de rubro: “SERVIDORES PÚBLICOS. LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O SERVICIOS AL PÚBLICO LES OBLIGAN Y SIRVEN DE APOYO PARA ESTABLECER LA CAUSA DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA EN QUE INCURRAN, SIEMPRE Y CUANDO LA ACCIÓN U OMISIÓN PREVISTA EN EL CASO CONCRETO ESTÉ PRECISADA COMO CONDUCTA DE ALGUNO DE ELLOS.” y “SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO SON LA BASE PARA FINCARLES RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS Y SANCIONES, EL CONOCIMIENTO DE SU EXISTENCIA Y CONTENIDO NO PUEDE DERIVAR DE ALGÚN OTRO MEDIO LEGAL, SINO DE SU PUBLICACIÓN EN EL ÓRGANO DE DIFUNCIÓN OFICIAL CORRESPONDIENTE.”
Por tanto, sostuvo que la resolución impugnada infringió el principio de congruencia externa al limitar su análisis a los hechos atribuidos para ubicarlos en las hipótesis normativas de responsabilidad. Por ello, refirió que se debió exponer la fundamentación y motivación por lo cual sus argumentos carecían de eficacia para desvirtuar la acusación.
Reiteró que la tesis de jurisprudencia P./J. 100/2006, y explicó la tipicidad y reserva de ley que integran la legalidad de las sanciones, los cuales, afirmó, exigen la predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones.
Finalmente, concluyó que es obligación del servidor público abstenerse de cualquier acto u omisión que implique el incumplimiento de las normas relacionadas con el servicio público; inobservancia que constituye una infracción sujeta a procedimiento y sanción. Lo que refirió, no infringe los principios de tipicidad ni de reserva de ley, toda vez que, si bien el núcleo básico de las conductas infractoras requiere acudir a otras normas reglamentarias o técnicas, ello permite precisar la conducta prohibida y determinar si el servidor público incurrió en responsabilidad administrativa. En apoyo a su dicho, citó la tesis de rubro: “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. LAS SENTENCIAS EMITIDAS POR LAS SALAS ORDINARIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES PRONUNCIADAS EN EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO POR FALTAS GRAVES, NO SON DEFINITIVAS.”

Segundo agravio. Expuso que la ley permite la libre valoración de la prueba, la cual debe ser suficiente para desvirtuar la presunción de inocencia, aun cuando dicha facultad esté delimitada por los principios de legalidad, congruencia y presunción de inocencia.
Por otra parte, precisó el sentido de la acusación por la autoridad investigadora. Al respecto, señaló que la Magistrada instrucción resolvió de forma dogmática, señalando la parte conducente en la que así lo considera.

Por otro lado, refirió que las pruebas ofrecidas por el órgano de investigación se dividen en dos bloques: aquellas que buscan acreditar la existencia de los hechos de manera general y las que pretenden demostrar la autoría material de los hechos imputados.

Asimismo, refirió que, al haber cuestionado las pruebas de la autoridad investigadora por no demostrar las conductas irregulares atribuidas, dicho análisis merecía un estudio de fondo sobre la valoración probatoria, obligación que correspondía a la Sala de instancia. Con ello, sostuvo que desvirtuó el valor de las declaraciones que obran en documentales públicas, por lo que debía prevalecer la presunción de inocencia. Al respecto, precisó el sentido de los argumentos que expuso para cuestionar los medios de convicción de referencia.

De lo anterior, afirmó que no existe prueba que demuestre su participación en los hechos que le son imputados.

Para sostener lo anterior, refirió que en la audiencia de ley señaló que no se demostró que actuó –ya fuera por sí mismo o mediante terceros-, autorizó, encubrió u ocultó actos relacionados con la disposición de bienes del nosocomio.

Por tanto, argumentó que, si bien los elementos probatorios de la autoridad investigadora confirman la realidad de los hechos, no demuestran su responsabilidad o participación derivado del encargo desempeñado.
Por otra parte, alegó la indebida valoración de las pruebas documentales públicas por ausencia de valor probatorio.

Argumentó que, tanto la autoridad investigadora como la resolutora acreditaron la participación en los hechos con entrevistas viciadas por incompetencia legal y reglamentaria, dado que ni la ley de la materia ni el Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado facultan al órgano investigador para desahogar tales diligencias.

Para explicar lo anterior, refirió que la autoridad investigadora fundó las entrevistas de investigación en el artículo 29, fracción IV, VII, IX XIII y XIV, del citado Reglamento, norma que no otorga dicha facultad.
En consecuencia, señaló que la Sala de origen otorgó a las pruebas valor probatorio pleno al considerar que fueron recabadas ante una autoridad en ejercicio de sus atribuciones, lo que señaló, resulta indebido.

Asimismo, precisó que el órgano investigador sustentó su competencia legal en los artículos 1°, 2°, 3°, fracción III, 4°, fracción I, 8°, fracción VI, 92, 93, 94, 95 y 96, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. Al respecto, señaló que ninguno de los dispositivos citados otorga competencia a la autoridad investigadora para la práctica de entrevistas de investigación, por el contrario, solo faculta la solicitud de informes, documentos, opiniones, datos y demás elementos.
Por otra parte, señaló la inexistencia orgánica de la autoridad investigadora dentro del Reglamento Interior de la Contraloría General. Al efecto, precisó que el artículo 4°, fracción b) párrafos segundo y tercero, contemplan áreas específicas integradas a los órganos internos de control –auditoría, quejas y responsabilidades-, indicando que la estructura orgánica se compone por el propio órgano, así como las áreas de auditoría, queja y responsabilidades.

En ese sentido, precisó que el Gobernador del Estado en ejercicio de su facultad reglamentaria, dispuso que los titulares de las áreas de auditoría y quejas podrán desempeñarse como autoridades investigadoras. Por tanto, refirió que la autoridad investigadora no tiene un carácter orgánico.

Señaló que el mandamiento de citación para los servidores públicos debía ser emitido por una autoridad competente que precisara su nombre completo. Asimismo, subrayó que todo acto de autoridad debe provenir de una instancia competente.
De ahí que, sostuvo que los mandamientos de citación debían precisar el carácter de la autoridad investigadora, es decir, si se trataba del área de auditoría o el área de quejas, para cumplir con el mandamiento de fundamentación y motivación.

Por tanto, reiteró que el cargo de autoridad investigadora del nosocomio no existe en el Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado. En apoyo a su dicho, citó las tesis de rubro: “DIRECTOR DE CONTROL Y EVALUACIÓN DE GOBIERNO, JUSTICIA Y COMUNICACIONES, DEPENDIENTE DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE CONTROL Y EVALUACIÓN DEL SECTOR DE GOBIERNO, JUSTICIA, ADMINISTRACIÓN Y ECONOMÍA DE LA SECRETARÍA DE LAS CONTRALORÍA DEL ESTADO DE MÉXICO. ERA UNA AUTORIDAD INEXISTENTE EN LA ÉPOCA EN QUE RIGIÓ EL REGLAMENTO INTERIOR DE LA MENCIONADA DEPENDENCIA, PUBLICADO EN LA GACETA DEL GOBIERNO EL 27 DE ENERO DE 2004.”; “CONSEJO NACIONAL DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA. EL TITULAR DEL ÁREA DE RESPONSABILIDADES Y QUEJAS DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL DE ESE ORGANISMO ES LEGALMENTE INEXISTENTE POR NO ESTAR PREVISTO ESE CARGO EN EL REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE CONTRALORÍA Y DESARROLLO ADMINISTRATIVO.”; “SERVIDORES PÚBLICOS. RESULTA ILEGAL LA SANCIÓN IMPUESTA A LOS, POR UNA AUTORIDAD INEXISTENTE, COMO LO ES LA DIRECCIÓN DE RESPONSABILIDADES Y SANCIONES DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL.”; “MANDAMIENTO ESCRITO DE AUTORIDAD COMPETENTE (AUTORIDADES FORMALMENTE INEXISTENTES).”; y, “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.”
Tercer agravio. Al precisar el sentido de la resolución impugnada, reiteró la violación a los derechos de defensa y de audiencia previa. Explicó que estos derechos se hacen efectivos al momento de alegar y durante el estudio de fondo, al realizarse el análisis de la presunción de inocencia basado en los elementos de prueba aportados. Por tanto, afirmó que la Sala resolutora omitió el análisis de sus argumentos de defensa.
Argumentó que las entrevistas de investigación que practicó la autoridad investigadora constituyen una prueba ilícita, debido a irregularidades en la citación y ejecución de estas. Lo anterior, afirmó, transgrede el artículo 133, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Señaló, que la autoridad investigadora carecía de facultades para realizar entrevistas de investigación mediante la absolución de posiciones. Además, refirió que el oficio de citación tenía como objetivo aportar elementos convenientes, no practicar entrevistas, lo que, refirió viola el principio de legalidad y los derechos contenidos en el arábigo 93, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En ese sentido, refirió que el artículo 133, del ordenamiento citado prohíbe la prueba confesional en cualquier etapa, por tanto, sostuvo que, independientemente de que esta se haya desahogado, no tiene valor probatorio.
Precisó que la prueba desahogada a cargo de ****** resulta una confesional de posiciones.
Para evidenciar lo anterior, refirió que el absolvente es parte procesal, de conformidad con lo dispuesto en el arábigo 118, de la ley de la materia.

Reiteró, que dicha prueba se trata de una confesional al haber sido desahogada mediante absolución de posiciones, la cual consiste en la manifestación expresa o tácita del reconocimiento o desconocimiento total o parcial de los hechos controvertidos.
Así, después de explicar diversos aspectos procesales y doctrinarios relacionados con la confesional –concepto, objeto y alcance probatorio- reiteró que se trata de una prueba prohibida por la norma. Sostuvo que, en este caso, viola derechos fundamentales derivados de la omisión de la autoridad investigadora al no mencionarlos a los absolventes que sus declaraciones serían utilizadas en contra de un tercero dentro de un procedimiento de responsabilidades administrativas.
Por otra parte, señaló que dicha prueba, también puede tratarse de una testimonial para hechos propios, para lo cual debió ser desahogada en términos de lo que establece la ley de la materia.

De ahí, explicó que la calidad jurídica de una prueba obedece no a su continente –lo que se plasmó en su desahogo- sino, al contenido del acta que contiene la declaración de hechos de una persona que compareció como servidor público imputado o tercero particular.
En ese tener, precisó el sentido de la declaración de ******, y al respecto, refirió que ello se hizo constar en actas a las cuales se les pretende otorgar el valor de documentales públicas. Sin embargo, señaló que dichas actas solo acreditan la emisión de las declaraciones, pero no la veracidad de su contenido, calificando los testimonios de personas ajenas al procedimiento como infundados.

Asimismo, explicó que la prueba testimonial adquiere fuerza demostrativa cuando se identifica a quienes presenciaron los hechos y exponen las razones de su conocimiento; requisitos que afirmó, no se cumplieron en este caso, por lo que la prueba carece de valor probatorio. Añadió que, en el sistema jurídico mexicano, esta probanza consiste en la declaración de terceros ajenos al proceso a quienes les constan los hechos, lo cual se desahoga mediante interrogatorios.

Así, después de explicar aspectos doctrinarios sobre la testimonial, señaló que la prueba de trato debió ofrecerse y desahogarse conforme a los artículos 147 al 157, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. De no ser así, afirmó, carece de valor como prueba documental pública; alternativamente, refirió que debió requerirse a la autoridad investigadora para aclarar la prueba. 
De dichos dispositivos, señaló que la ley de la materia reconoce los principios de inmediación en el ofrecimiento y desahogo de la prueba, los cuales explicó en cuanto a su alcance.

Asimismo, señaló que fue privado de la oportunidad de preguntar, rechazar preguntas y dar por concluido el interrogatorio. Refirió que esto vulnera el principio de contradicción, el cual, conforme al artículo 8.1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, constituye una garantía en la formación de la prueba. Explicó que, asociado a la prueba testimonial, este permite el derecho a repreguntar en audiencia pública, a la persona examinada, sobre el contenido de sus afirmaciones y controvertir su credibilidad. De ahí que, explicó diversos aspectos relacionados con el principio de contradicción de la prueba, enfocados a la testimonial.
Cuarto agravio. Señala que la autoridad investigadora le atribuyó el hecho de haber inobservado lo dispuesto en la Ley de Bienes del Estado y Municipios de San Luis Potosí para la disposición de los bienes del nosocomio. No obstante, refirió que dicha autoridad fue omisa en precisar los procedimientos específicos que se incumplieron, lo que afirmó, era su obligación. De ahí que, sostuvo la falta de fundamentación en el informe de presunta responsabilidad y, por ende, la violación a lo dispuesto en los artículos 14 y 16, de la Constitución Federal, así como a los principios de derechos administrativo sancionador consistentes en la tipicidad, congruencia, imparcialidad y objetividad.
Quinto agravio. Finalmente, afirmó que la resolución se produjo de forma dogmática, sin fundamentación ni motivación en lo relativo al grado de culpabilidad. 

Precisó que la imposición de la sanción vulneró el principio de legalidad contenido en el artículo 16, de la Constitución Federal.

Asimismo, enfatizó que, si bien el juzgador tiene arbitrio para la individualización de la pena, este razonamiento no puede realizarse por analogía, mayoría de razón o de manera dogmática.
Señaló que, la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, prevé el sistema sancionador en su artículo 79 y los requisitos para imponer sanciones en el diverso arábigo 77. Así, concluyó que la Sala de origen no motivó la sanción impuesta, a pesar de haber reconocido que no existieron daños, beneficios económicos ni reincidencia.

Explicó que, por disposición de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el juzgador debe analizar la transgresión a los principios de fundamentación y motivación para evitar que se dicten decisiones arbitrarias.

Finalmente, señaló que, en materia de derecho administrativo sancionador, el deber de motivar constituye una garantía contenida en el artículo 8.1, de la citada Convención, en relación con el diverso arábigo 25, que prevé el acceso a la justicia y a conocer la verdad.
Ahora bien, como se anticipó, los agravios en análisis resultan ser esencialmente fundados, aunque suplidos en su deficiencia con apoyo en el artículo 24, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria a la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, suficientes para modificar el fallo impugnado.
Como se precisó, la Magistrada resolutora por un lado, determinó la inexistencia de elementos suficientes para declarar la responsabilidad de los mencionados servidores públicos sentenciados, en la comisión de las faltas administrativas graves definidas como encubrimiento y abuso de funciones, respectivamente, previstos en los artículos 56 y 61, de la referida Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí. Determinación que, al no ser impugnada por la autoridad competente para ello, queda incólume para los efectos legales a que haya lugar.
Por otro lado, resolvió la plena responsabilidad de los ex servidores públicos mencionados, por la comisión de la falta administrativa grave de desvío de recursos públicos, prevista en el arábigo 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. En consecuencia, les impuso como sanción, inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público, así como para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas por el periodo de un año, de conformidad con el ordinal 206, del ordenamiento en cita.
Para arribar a dicha conclusión, la A quo sostuvo que los medios de convicción aportados por la autoridad investigadora eran aptos para atribuir responsabilidad a los presuntos infractores ******, en su carácter de ex ******, ex ******, respectivamente, del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, en la comisión de la falta administrativa de trato.

Del análisis probatorio a las constancias exhibidas por la autoridad investigadora en el informe de presunta responsabilidad, la resolutora determinó que las conductas atribuidas a los presuntos responsables conllevan al hecho de haber autorizado, sin fundamento jurídico, actos para la asignación de recursos públicos materiales pertenecientes al nosocomio.

Lo anterior, lo adminiculó con las actas de entrevista de veintitrés de junio, veintiocho, veintinueve y treinta de septiembre de dos mil veintidós, practicadas a ******, respectivamente. De éstas, advirtió que los comparecientes coincidieron en señalar que los presuntos infractores autorizaron la asignación de recursos públicos materiales del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.

En ese sentido, la Juzgadora otorgó valor probatorio pleno a dichas pruebas, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 134 y 136, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en tanto que, fueron recabadas por una autoridad en el ejercicio de sus funciones y constan en documentos públicos. En consecuencia, sostuvo, resultaron fiables y coherentes respecto a los hechos que originaron la falta administrativa a ellos atribuida, pues razonó, generan convicción respecto de la existencia de los bienes propiedad del nosocomio y su disposición injustificada por autorización de los presuntos responsables.
Estudio y calificación de los conceptos de impugnación relativos a la validez de marco normativo y la tipicidad de la conducta. Por cuestión de método, este Tribunal de Alzada procede al análisis conjunto de los agravios enderezados a controvertir la validez del Manual de Organización del Hospital Ignacio Morones Prieto, dada la estrecha relación que guardan entre sí, se examinarán de forma concomitante con el objeto de determinar si la falta de publicación u oficialización de dicho instrumento interno -como lo pretenden los recurrentes- produce la atipicidad de la conducta o si, por el contrario, la falta grave de desvío de recursos públicos prevista en el artículo 53 de la Ley Reglamentaria se configura con independencia de la vigencia de ese cuerpo normativo.
En esencia, las inconformidades de los apelantes convergen en los puntos siguientes:

******) sostiene que la condena es ilegal porque se le atribuyó el incumplimiento de funciones previstas en un manual que carece de validez oficial. Resalta que, mediante oficio DG/DA/C/******/2022, el actual Director General del nosocomio aclaró que dicho instrumento carece de los sellos correspondientes al no haber sido autorizado por los Servicios de Salud ni por la Oficialía Mayor del Estado, por lo que su aplicación conculca los artículos 11 y 12, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí.
******), sostiene que el fallo recurrido vulnera los artículos 14 y 16, de la Constitución Federal, ya que la resolutora fincó su responsabilidad mediante una aplicación analógica de funciones de mando que corresponden exclusivamente al Director General y al Director Administrativo. En ese sentido, afirma que se atribuyeron facultades de disposición de bienes que no están contempladas para la Jefatura de Mantenimiento y añade que, en todo caso, el citado manual carece de validez oficial y eficacia jurídica al no haber sido publicado en el Periódico Oficial del Estado, lesionando los principios de taxatividad y seguridad jurídica.

******), reitera que el manual utilizado para fincarle responsabilidad carece de validez al no contar con la autorización de los Servicios de Salud ni la Oficialía Mayor, según consta en el oficio DG/DA/C/******/2022. Argumenta que, para que una manual administrativo posea fuerza vinculante y sustente una sanción, es requisito indispensable su previsión específica y su publicación oficial, en términos de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y la Ley del Periódico Oficial del Estado; de ahí que, su aplicación vulnera el principio de congruencia y legalidad.

Corolario a lo anterior, los recurrentes coinciden en señalar que, ante la ineficacia jurídica del Manual de Organización, no existen funciones específicas incumplidas y, por ende, la conducta imputada deviene atípica.

El anterior motivo de disenso, resulta parcialmente fundado pero insuficiente para revocar o modificar el fallo impugnado, de conformidad con las consideraciones siguientes.
Si bien, los artículos 11 y 12, de la citada Ley Orgánica exigen formalidades para la validez de los manuales, la falta de publicación o de sellos del instrumento interno no genera la atipicidad de la conducta. Sin perjuicio de que, los manuales de organización son instrumentos de apoyo
 que detallan las facultades ya previstas en la ley; por tanto, la responsabilidad no nace del manual, sino del incumplimiento a las obligaciones generales inherentes al servicio público.
Bajo esta premisa, la falta de sellos o la manifestación del ****** en el oficio DG/DA/C/******/2022 no anula ni extingue las obligaciones sustantivas de supervisión, legalidad y custodia de los bienes públicos del nosocomio. Dichas obligaciones derivan directamente del marco constitucional y de la Ley Reglamentaria, de tal suerte que el Manual de Organización solo las sistematiza. Sostener la atipicidad de la conducta bajo el argumento que el hospital operó en un vacío legal, lo cual contraviene el principio de continuidad de la función pública y la salvaguarda de la hacienda del Estado.

En ese contexto, del análisis integral de la resolución impugnada se advierte que la Magistrada instructora determinó de forma correcta la plena responsabilidad de los encausados en la comisión de la falta administrativa grave de desvío de recursos públicos, prevista en el artículo 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al margen de las deficiencias formales del aludido instrumento interno.
Ello es así, ya que la A quo determinó de manera correcta que la conducta reprochada se encuentra prevista y sancionada en los artículos 124 y 125, fracción III, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; así como los arábigos 3°, fracción XXVII, 4°, fracción II, 6°, fracción I, II y VII, 50 y 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, los cuales establecen:
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

“Artículo 124. Se entiende por servidores públicos: los representantes de elección popular; los titulares del Supremo Tribunal de Justicia, y demás Tribunales del Estado; lo titulares de los organismos autónomos reconocidos por esta Constitución; los funcionarios y empleados, y, en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública, estatal o municipal, incluyendo sus entidades; quienes serán responsables de los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.

[…]”

Artículo 125. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado serán sancionados conforme a lo siguiente:

III. Se aplicará sanciones administrativas a los servidores públicos por actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, en los términos que establezca la ley.

[…]”

Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 3º. Para efectos de esta Ley se entenderá por:
[…]
XXVII. Servidores públicos: las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, conforme a los dispuesto en el artículo 124 de la Constitución Política del Estado de Libre y Soberano de San Luis Potosí.”

“Artículo 4º. Son sujetos de esta Ley:
[…]
II. Aquellas personas que habiendo o no fugido como servidores públicos, se ubiquen en los supuestos a que se refiere la presente Ley;”

“Artículo 6º. Las Personas Servidoras Públicas observarán en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los principios de, austeridad, disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia, eficiencia y racionalidad en el uso de los recursos públicos que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos principios, las Personas Servidoras Públicas observarán las siguientes directrices: 

I. Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones; 

II Conducirse con rectitud sin utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o pretender obtener algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de terceros; ni buscar o aceptar compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de cualquier persona u organización; 
[…]
VII. Promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos en los términos establecidos por la Constitución Federal; ”

“Artículo 50. Las conductas previstas en el presente capítulo constituyen faltas administrativas graves de las Personas Servidoras Públicas, por lo que deberán abstenerse de realizarlas, mediante cualquier acto u omisión.”

“Artículo 53. Será responsable de desvío de recursos públicos el servidor público que autorice, solicite o realice actos para la asignación o desvío de recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables. 

También se considerará desvío de recursos públicos, el otorgamiento o autorización, para sí o para otros, del pago de una remuneración en contravención con los tabuladores que al efecto resulten aplicables, así como el otorgamiento o autorización, para sí o para otros, de pagos de jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, liquidaciones por servicios prestados, préstamos o créditos que no estén previstos en ley, decreto legislativo, contrato colectivo, contrato ley o condiciones generales de trabajo.

Para los efectos de este artículo no se consideraran beneficios los que reciban los servidores públicos de los centros públicos de investigación, instituciones de educación y las entidades de la Administración Pública Estatal a que se refiere el artículo 51 de la Ley de Ciencia y Tecnología, que realicen actividades de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación podrán realizar actividades de vinculación con los sectores público, privado y social, y recibir beneficios, en los términos que para ello establezcan los órganos de gobierno de dichos centros, instituciones y entidades, con la previa opinión de la contraloría. 

Igualmente, las actividades de vinculación a las que hace referencia el párrafo anterior, además de las previstas en el artículo 51 de la Ley de Ciencia y Tecnología, incluirán la participación de investigación científica y desarrollo tecnológico con terceros; transferencia de conocimiento; licenciamientos; participación como socios accionistas de empresas privadas de base tecnológica o como colaboradores o beneficiarios en actividades con fines de lucro derivadas de cualquier figura de propiedad intelectual perteneciente a la propia institución, centro o entidad, según corresponda. Dichos servidores públicos incurrirán en conflicto de intereses cuando obtengan beneficios por utilidades, regalías o por cualquier otro concepto en contravención a las disposiciones aplicables en la Institución.”
De una interpretación sistemática de los normativos transcritos, se patentiza una correlación entre el artículo 124, de la Constitución local y el arábigo 3°, fracción XXVII, de la Ley de Responsabilidades en comento. En ese orden, el concepto de servidor público no se limita a los altos mandos, sino que comprende a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión en el Estado o Municipios.
Mientras que el artículo 125, fracción III, Constitucional consagra los pilares rectores del servicio público –legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia-; el arábigo 6°, de la Ley Reglamentaria expande estos principios o directrices operativas obligatorias. Este último funciona como un catálogo de cumplimiento público cuya función es eliminar la ambigüedad al definir con exactitud qué conductas son incompatibles con el servicio público; con ello, los órganos internos de control pueden encuadrar actos u omisiones, convirtiéndose en el parámetro de control para calificar la legalidad de un acto administrativo. Su incumplimiento configura el régimen de sanciones que prevé el artículo 125, de la Constitución local.
Bajo esa perspectiva, los preceptos citados imponen a los servidores públicos la obligación de evitar actos u omisiones que produzcan deficiencia en el incumplimiento de sus deberes; de ahí, se desprende el tipo administrativo de desvío de recursos públicos, el cual se actualiza cuando un servidor público, autoriza, solicita o realiza actos para la asignación o desvío de recursos materiales, humanos o financieros sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables.

Lo anterior, conduce a analizar, si la falta de sellos y de publicación del Manual de Organización no genera la atipicidad de la conducta sancionada por el artículo 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, esto es, que basta para eximir a dichos servidores públicos de responsabilidad administrativa por los actos u omisiones en el desempeño de su encargo, sobre todo, cuando estas puedan producir afectaciones en los bienes jurídicos tutelados por los dispositivos que rigen su actuación, como es, entre otros, la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia –artículo 125, fracción III, Constitucional-, los cuales, se expanden al catálogo de cumplimiento público –artículo 6°, de la Ley reglamentaria-, que define las conductas que son incompatibles con el servicio público del Estado, con las cuales, los órganos internos de control pueden encuadrar actos u omisiones.
Para resolver el cuestionamiento planteado, es necesario precisar los alcances de la tesis 2a. I/2017 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En dicho criterio, el Alto Tribunal, sostuvo que el principio de tipicidad, reconocido en el artículo 14, de la Constitución Federal, exige que las conductas constitutivas de sanción se encuentren descritas en las leyes mediante conceptos claros, de manera que los juzgadores, al realizar el proceso de adecuación de la conducta a la norma legal, conozcan su alcance y significado.
Explicó que el artículo 8°, fracción I y XXIV, y último párrafo, 113, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, al disponer que constituye una infracción a esa legislación la transgresión a la obligación de cumplir con el servicio encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause suspensión o deficiencia, o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión, no violan el principio de tipicidad, pues, precisan con claridad las conductas constitutivas de responsabilidad administrativa y las posibles sanciones aplicables con base en los elementos de graduación fijados por el legislador, pues para poder realizar el proceso de adecuación típica basta acudir al reglamento, manual o nombramiento en que se consignen las obligaciones a que está sujeto cada servidor público, a fin de determinar cuáles son las conductas que está obligado desplegar en el correcto ejercicio de sus funciones.

Sostener lo contrario, sería exigir que la ley establezca un catálogo que prevea todas las conductas u omisiones en que puede incurrir cada servidor público en el ejercicio de sus funciones, ignorando las obligaciones a que está sujeto dependen del nombramiento del que goce según el poder en que preste sus servicios, la unidad administrativa a la que se encuentre adscrito y el nivel o rango jerárquico que desempeñe.
Por tanto, respecto a los disensos que plantean los recurrentes -relativo a si la falta de publicación y sellos del Manual de Organización produce la atipicidad de la falta- , el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sostiene que no es indispensable que el detalle minucioso de la conducta reprochada, se encuentre contenido en un instrumento legal interno vigente, como del que se duelen, toda vez que la responsabilidad administrativa puede derivar directamente de la inobservancia o incumplimiento de las funciones esenciales, e inherentes, al servicio público que les fue legalmente encomendado.
En ese sentido, al margen de que la Magistrada resolutora haya tomado en consideración el Manual de Organización para determinar la responsabilidad de los ex servidores públicos, lo cierto es que, debidamente apoyó su decisión en lo dispuesto por los artículos 124 y 125, fracción III, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; así como los arábigos 3°, fracción XXVII, 4°, fracción II, 6°, fracción I, II y VII, 50 y 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Lo anterior, condujo a la Sala a determinar la calidad de servidor público de los sujetos implicados, con base en los oficios RH/******/2022, RH******/2022 y RH/******4/2022. Al efecto, precisó que ostenta tal carácter, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública, siendo responsable por los actos u omisiones que afecten los principios rectores de legalidad, honradez, lealdad, imparcialidad y eficiencia.
Bajo esa premisa, y en correspondencia con los hechos descritos en el informe de presunta responsabilidad, la juzgadora precisó que la falta administrativa grave que les fue atribuida, se hizo consistir en desvío de recursos públicos, prevista en el artículo 53, de la Ley Reglamentaria y, para determinar si en el particular caso se configuraba la conducta, valoró la pruebas recabadas en la etapa de investigación, otorgándoles valor probatorio pleno de conformidad con los arábigos 133, 134, 136 y 159, del citado ordenamiento legal; de lo cual concluyó que dichos medios de convicción resultaron idóneos y conducentes para atribuir la plena responsabilidad en la comisión de la conducta ilegal, atribuida a los aquí enjuiciados.
De ahí que, razonó que éstos, mientras se desempeñaban como ******, inobservaron las directrices que rigen la actuación de los servidores públicos que prevén los artículos 4º y 6º, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Asimismo, sostuvo que los ex servidores públicos inobservaron lo dispuesto en el arábigo 50, de la Ley Reglamentaria en mención, al omitir abstenerse de realizar la conducta de desvío de recursos públicos, lo que conlleva a la imposición de la sanción contenida en dicho dispositivo legal.

En ese contexto, precisó que la materialización de la conducta se hizo patente con la autorización -sin fundamento jurídico- de los presuntos responsables para la asignación, venta y disposición de los bienes pertenecientes al Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto consistentes en: 1) ******
Para determinar la titularidad de los recursos materiales públicos en cuestión, la A quo tuvo por acreditada la propiedad, mediante los oficios RH/******2022, MDG/DA/AF/******/2022, UASLP/AG-******/2022, MDG/DA/AF/******/2022 y, el escrito de la Asociación Profesional de Médicos del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, de quince de julio de dos mil veintidós, presentado en cumplimiento al requerimiento formulado por la autoridad investigadora mediante diverso oficio CGE/OIC/HCDIMP-******/2022. En dicho documento se exhibió el contrato de reconocimiento de adeudo condicionado donde consta la Donación de ******erie ******cuya propiedad consta en las facturas con los folios ******.

Finalmente, dada la jerarquía como directivos y jefe de área en el Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, la resolutora precisó que los presuntos responsables poseían plena autoridad y poder de decisión sobre los actos que derivaron en la presunta falta administrativa, y que, derivado de ello, autorizaron, sin fundamento jurídico actos para la venta y disposición de recursos públicos materiales, propiedad del nosocomio.

De ahí que razonó, que los ex servidores públicos se valieron de su empleo, cargo o comisión para llevar a cabo la conducta denominada desvío de recursos públicos, lo que, consideró contravino lo dispuesto en el artículo 6°, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Por tanto, este Tribunal de Alzada arriba a la conclusión de que, si bien, el derecho administrativo sancionador se rige por los principios de exacta aplicación de la ley y tipicidad, ello no significa que aún y partiendo de la base de que resulta invalido el Manual de Organización, no se genere produzca la atipicidad de la falta. Exigir que un instrumento interno prevea en forma de catálogo exhaustivo la totalidad de las funciones de un servidor público y las consecuencias específicas de su incumplimiento es jurídicamente desacertado, toda vez que dichos manuales poseen una naturaleza estrictamente técnico-operativa y sirven únicamente como herramientas de apoyo administrativo.
Ello es así porque, en tanto que, como lo ha considerado la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el servicio público está rodeado de múltiples obligaciones o atribuciones que no están detalladas en forma de catálogo en alguna ley, reglamento, decreto, circular o norma de carácter general, sino dispersas en ordenamientos de diversa naturaleza que rigen el actuar de la autoridad.

Máxime que existen supuestos en que las distintas atribuciones de un servidor público no precisan ser detalladas en ordenamientos, por consecuencia directa y necesaria de la función que realizan, es decir, se trata de conductas inherentes al cargo que desarrollan y que, por tanto, se entienden implícitas, como es en el caso de los ex servidores públicos, a quienes en su carácter de ex ******, ex ****** y ex ******, se les atribuye la conducta ilícita de desvío de recursos públicos.

Definido lo anterior, corresponde precisar que los dispositivos que sirvieron de sustento al procedimiento administrativo de responsabilidad resultan plenamente aplicables respecto a la conducta que rige a los servidores públicos que, como los apelantes, ocuparon los puesto de ******. Es decir, si de tales preceptos emanan las funciones inherentes al servicio público y qué actos u omisiones son los que tales servidores deben evitar en el desarrollo de su encargo, a fin de evitar ser sancionados administrativamente.

De los normativos legales transcritos, se obtiene que, en el desempeño de su encargo, los servidores públicos se encuentran obligados a observar, entre otros, los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, conforme lo impone el artículo 125, fracción III, Constitucional y, el arábigo 6º, de la Ley Reglamentaria, que expande estos principios o directrices operativas obligatorias.
Por lo tanto, los sentenciados debieron cumplir estrictamente con el servicio público encomendado y abstenerse de incurrir en actos u omisiones que causaran una deficiencia en la gestión patrimonial o que implicaran el incumplimiento de las disposiciones constitucionales, legales, reglamentarias o administrativas que rigen la correcta aplicación y destino de los recursos materiales del nosocomio.
Bajo ese contexto, para la efectiva aplicación de los citados principios constitucionales, las personas servidores públicas están constreñidas a observar en su actuación las directrices que impone el artículo 6º, de la Ley Reglamentaria. Al efecto, resulta necesario invocar el contenido del aludido arábigo, así como de los diversos 50 y 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, ya transcritos con anterioridad.
Preceptos que imponen al servidor público, la exigencia de actuar conforme a los principios rectores, sujetando de manera estricta la custodia, aplicación y destino de la hacienda pública a las directrices legales de diciplina, honradez y eficiencia. 
Con base en lo expuesto, este Tribunal de Alzada sostiene que el conjunto de normas reproducidas prevé con absoluta claridad la conducta típica exigible a los servidores públicos, así como las acciones u omisiones que están obligados a evitar en el desempeño de sus encargos para no incurrir en infracciones administrativas; parámetro que resulta plenamente aplicable a los encausados en sus respectivas condiciones de ex ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.

Lo anterior, conduce a examinar, si la conducta atribuida a los ex servidores públicos se adecua a los supuestos previstos en los dispositivos invocados en sustento del procedimiento administrativo de reproche que se les instauró, es decir, si se actualizó la hipótesis de desvío de recursos públicos con base en las constancias que integran el sumario.
Al respecto, del informe de presunta responsabilidad administrativa se desprende que la autoridad investigadora instauró el procedimiento sancionador imputando de forma concisa las conductas materiales siguientes:

******l), se le atribuyó la omisión de presentar la denuncia ante la autoridad correspondiente por el faltante de bienes muebles en el nosocomio; acción que estaba obligador a ejecutar al concluir el primer corte del proceso de entrega-recepción el treinta y uno de julio de dos mil veintiuno.
****** (ex ******), se le imputó la venta indebida de activos propiedad del hospital, consistentes en: 1) ******(marca ******, modelo****** sus componentes); 2) ****** y ******; 3) unidad ****** (modelo ******, tipo ******, color ****** cilindros, serie ******); y, 4) desechos (******), por instrucción de ******. 
Asimismo, se le reprochó la omisión de depositar de forma inmediata los ingresos obtenidos por dicha venta en las cuentas bancarias autorizadas del nosocomio. Lo anterior, en virtud de que tales recursos se reportaron hasta el veinte de septiembre de dos mil veintiuno con motivo del proceso de entrega-recepción, advirtiéndose además que el ingreso registrado correspondió únicamente a la enajenación de desechos (******).

******), se le atribuyó la omisión de supervisar la actuación de los servidores públicos adscritos a las áreas sujetas a su dirección; la disposición sobre bienes propiedad del hospital y de otros recibidos en comodato, sin contar con facultades para ello; y, finalmente, haber instruido al Coordinador Administrativo para que ordenara la venta de bienes al Jefe de Servicios Generales y al Jefe de Mantenimiento, contraviniendo las disposiciones de la Ley de Bienes del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Con dichas conductas, sostuvo la juzgadora, inobservaron las directrices que rigen la actuación de los servidores públicos que prevén los artículos 4º y 6º, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, configurándose la falta administrativa de desvío de recursos públicos prevista en el numeral 53, del citado ordenamiento, mientras se desempeñaban como ******, respectivamente, del nosocomio.

Por tanto, este Tribunal de Alzada convalida la determinación de la Sala Resolutora, al quedar acreditado que los recurrentes, en el ejercicio de sus respectivos cargos directivos y operativos dentro del Hospital Central, incurrieron en la falta administrativa grave de desvío de recursos públicos. Ello es así, toda vez que autorizaron sin fundamento jurídico la enajenación y disposición de bienes muebles propiedad del nosocomio, incluyendo equipo médico especializado, trasformadores eléctricos y un vehículo automotor. 
Lo anterior, adminiculado al hecho de que, la A quo tuvo por acreditada la titularidad de los bienes mediante oficios y contratos y, las actas de entrevistas de investigación de veintitrés de junio, veintiocho, veintinueve y treinta de septiembre de dos mil veintidós, practicadas a ******respectivamente. De estas, advirtió que los comparecientes coincidieron en señalar que los presuntos infractores autorizaron la asignación de recursos públicos materiales del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto y, al respecto, concluyó que los ex servidores públicos utilizaron su jerarquía para contravenir las directrices que rigen el servicio público.

En ese sentido, si bien, como refieren los recurrentes, el Manual de Organización no reúne las condiciones que exigen los artículos 11 y 12, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; sin embargo, tal razón, como también se explicó, es insuficiente para eximirlos de responsabilidad, sobre todo, cuando los propios preceptos en que se apoyó la resolución impugnada exigen a los servidores públicos observen entre otros, los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, conforme lo impone el artículo 125, fracción III, Constitucional y, el arábigo 6º, de la Ley Reglamentaria, que expande estos principios o directrices operativas obligatorias.
Bajo ese contexto, existirá responsabilidad para aquel servidor público que, en ejercicio de su función, deje de actuar, como en el caso, bajo los referidos principios que rigen su actuación; de ahí lo infundado de los agravios en análisis. Esta forma de resolver es congruente con la tesis I.7o.A. J/52, I.1o.A.224 A (10a) y I.4o.A.521 A.

“SERVIDORES PÚBLICOS. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE SUS ATRIBUCIONES Y OBLIGACIONES NO ESTÉN EXPRESAMENTE CONTEMPLADAS EN UNA NORMA GENERAL, ES INSUFICIENTE PARA EXIMIRLOS DE RESPONSABILIDAD. El artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que las leyes de responsabilidades de los servidores públicos tienen por objeto salvaguardar los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de las funciones, empleos, cargos y comisiones de los empleados del gobierno; principios que están cargados de un alto valor moral, al que aspiran los empleados del gobierno y entes del Estado. Por su parte, el artículo 47, fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (de igual redacción al diverso numeral 8o., fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de marzo de dos mil dos), dispone como obligación a los empleados del gobierno cumplir con la máxima diligencia el servicio que les sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión; así, la circunstancia que el servicio encomendado, entendido como el cúmulo de obligaciones o atribuciones inherentes al cargo, no se encuentre detallado en forma de catálogo en alguna ley, reglamento, decreto, circular o norma de carácter general, es insuficiente para eximirlos de responsabilidad, pues resulta materialmente imposible emitir una norma general por cada rango, nivel o escalafón que exista en los tres poderes del gobierno. Por tanto, ante la inexistencia de una disposición normativa que especifique cuáles son las atribuciones de un servidor público, la autoridad administrativa y, en su caso, la jurisdiccional, deberá valorar los elementos de prueba allegados al asunto, para así concluir si determinada conducta o actuación se encuentra dentro de las facultades encomendadas al servidor público investigado o sancionado, fundando y motivando su determinación.”

“RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE ACTUALIZA, AUN ANTE LA INEXISTENCIA DE ALGUNA DISPOSICIÓN QUE ESPECIFIQUE, EN FORMA DE CATÁLOGO, TODAS LA CONDUCTAS REPROCHABLES. De acuerdo con los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el principio de tipicidad, aplicable en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, exige que las conductas generadoras de sanciones previstas en las leyes se encuentren descritas con conceptos claros, de manera que los juzgadores, al realizar el proceso de adecuación de la actuación a la norma, conozcan su alcance y significado, lo que, además de brindar seguridad jurídica al servidor público sobre los actos u omisiones que tiene prohibido realizar, en atención al puesto, cargo o comisión que desarrolle, impide a la autoridad sancionadora incurrir en arbitrariedad, al no ser quien define el comportamiento ilícito que se recrimina. No obstante, es innecesario que la conducta reprochable se encuentre detallada, en forma de catálogo, en una norma u ordenamiento legal, en tanto que el comportamiento negativo de los servidores públicos también puede derivar del incumplimiento de las funciones propias e inherentes al servicio encomendado, por lo cual, aunque el derecho administrativo sancionador, al igual que el derecho penal se rige, entre otros, por los principios de exacta aplicación de la ley y de tipicidad, eso no significa que la inexistencia de un dispositivo normativo que especifique cuáles son todas las actividades que a aquéllos corresponden y en qué casos, de no cumplirlas, incurren en responsabilidad administrativa, sea motivo suficiente para estimar que ésta no se actualiza, sobre todo si se tiene presente que muchas de esas funciones o comportamientos que la sociedad espera y demanda de los servidores públicos se hallan implícitas en el cargo que desarrollan; de ahí que no requieran mayor descripción.”

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA HIPÓTESIS DE INFRACCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 8, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA SE ACTUALIZA, AUN CUANDO LAS ATRIBUCIONES Y OBLIGACIONES DE AQUÉLLOS NO ESTÉN DETALLADAS EN ALGÚN ORDENAMIENTO DE CARÁCTER GENERAL. De acuerdo con el artículo 109, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el procedimiento de responsabilidad administrativa tiene como objetivo preservar el correcto y eficiente servicio público, pues a través de aquél se sancionan los actos u omisiones de los servidores públicos que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Por su parte, el artículo 8, fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos prevé, entre otras hipótesis de infracción, la relativa a que el servidor público, con su acción u omisión, cause la suspensión o deficiencia del servicio público en perjuicio de la colectividad. En estas condiciones, si bien el derecho administrativo sancionador, por su similitud con el derecho penal, se rige por los principios de exacta aplicación de la ley, reserva de ley y tipicidad, de modo que si cierta disposición administrativa prevé una conducta que, realizada por el afectado, conlleve responsabilidad administrativa, dicho actuar debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente fijada, ello no implica que la inexistencia de una disposición normativa o catálogo que especifique cuáles son todas las funciones de un servidor público y en qué casos de no cumplirlas se incurre en responsabilidad administrativa acarrea, por sí misma, que dicha responsabilidad no se actualice, en virtud de que el servicio público está rodeado de un cúmulo de obligaciones o atribuciones que no están detalladas en forma de catálogo en alguna ley, reglamento, decreto, circular o norma de carácter general sino dispersas en diversos ordenamientos legales que rigen el actuar de la autoridad, además de que hay casos en que dichas atribuciones y obligaciones no necesitan especificarse detalladamente en normas generales, cuando son consecuencia legal y necesaria de la función que realizan. En conclusión, para fincar responsabilidad administrativa con fundamento en la hipótesis aludida, basta que la conducta del servidor tenga relación con el desempeño de su empleo, cargo o comisión, con independencia de que no se detalle en algún ordenamiento de carácter general y que, con ella, el servicio público correspondiente, en sentido amplio, dejó de prestarse, se vio suspendido injustificadamente, o bien, aun prestándose, la colectividad resintió algún perjuicio.”

Establecido lo anterior, es decir, que la responsabilidad administrativa de los recurrentes no descansa en la validez formal de un catálogo administrativo (Manual de Organización), sino en la inobservancia de las directrices constitucionales y legales de honradez y eficiencia inherente a sus cargos, este Tribunal de Alzada procede al análisis del fondo de asunto. Ello, con el fin de determinar si, con independencia de la citada normativa interna, existen elementos de convicción suficientes y lícitos que acrediten que los apelantes realizaron actos materiales para la disposición injustificada de los bienes del nosocomio, desvirtúan así su presunción de inocencia bajo un estándar de certeza jurídica.

Marco jurídico autoridad substanciadora. El presente procedimiento de responsabilidad administrativa, en su variante de falta grave, es sui géneris, pues además de las formalidades esenciales del procedimiento, bases y condiciones, también comparte principios e instituciones del sistema penal, al compilarse por su conducto, un juicio especial en la actividad punitiva del Estado, para sancionar en su caso, a servidores públicos o particulares, con efectos patrimoniales, económicos y de participación en actividades de la administración.
Así, los principios a observar y la forma de valorar las pruebas rendidas por las partes, se prevén en los artículos 113 y 138, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que respectivamente dicen:
“Artículo 113. En los procedimientos de responsabilidad administrativa deberán observarse los principios de legalidad, presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, congruencia, exhaustividad, verdad material y respeto a los derechos humanos.

Artículo 138. Toda persona señalada como responsable de una falta administrativa tiene derecho a que se presuma su inocencia hasta que no se demuestre, más allá de toda duda razonable, su culpabilidad.

Las autoridades investigadoras tendrán la carga de la prueba para demostrar la veracidad sobre los hechos que demuestren la existencia de tales faltas, así como la responsabilidad de aquellos a quienes se imputen las mismas.

Quienes sean señalados como presuntos responsables de una falta administrativa no estarán obligados a confesar su responsabilidad, ni a declarar en su contra, por lo que su silencio no deberá ser considerado como prueba o indicio de su responsabilidad en la comisión de los hechos que se le imputan.”

De los preceptos en cita, es dable establecer, los siguientes parámetros:
1. Toda persona señalada como responsable de una falta administrativa tiene derecho a que se presuma su inocencia hasta que no se demuestre, más allá de toda duda razonable, su culpabilidad.
2. Las autoridades investigadoras tienen la carga de la prueba para demostrar la veracidad sobre los hechos que demuestren la existencia de tales faltas, así como la responsabilidad de aquellos a quienes se imputen las mismas.

3. Quienes sean señalados como presuntos responsables de una falta administrativa no estarán obligados a confesar su responsabilidad, ni a declarar en su contra, por lo que su silencio no deberá ser considerado como prueba o indicio de su responsabilidad en la comisión de los hechos que se le imputan.
En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha determinado que el principio de presunción de inocencia debe ser aplicado en todos aquellos procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, en tanto su aplicación y reconocimiento, opera para quienes pudieran estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportan el poder correctivo del Estado a través de la autoridad competente.

En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador con matices o modulaciones, según el caso debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.
Lo anterior se sustenta en la jurisprudencia P./J. 43/2014 (10a.), emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece:
“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002,  sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.”

Además, el derecho administrativo sancionador, al igual que en el derecho penal, se rige por los principios de exacta aplicación de la ley, reserva de ley y tipicidad, de modo que si cierta disposición administrativa prevé una conducta que, realizada por el afectado, conlleve responsabilidad administrativa, dicho actuar debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente fijada; sin que ello, de forma alguna, implique que la inexistencia de una disposición normativa o catálogo que especifique cuáles son todas las funciones de un servidor público y, en qué casos, de no cumplirlas se incurre en responsabilidad administrativa, pues basta que la conducta del servidor tenga relación con el desempeño de su empleo, cargo o comisión, con independencia de que no se detalle en algún ordenamiento de carácter general y que, con ella, el servicio público correspondiente, en sentido amplio, dejó de prestarse, se vio suspendido injustificadamente, o bien, aun prestándose, la colectividad resintió algún perjuicio.
Lo anterior se sustenta en el criterio I.1o.A.224 A (10a.), emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que establece:
“RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE ACTUALIZA, AUN ANTE LA INEXISTENCIA DE ALGUNA DISPOSICIÓN QUE ESPECIFIQUE, EN FORMA DE CATÁLOGO, TODAS LA CONDUCTAS REPROCHABLES. De acuerdo con los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el principio de tipicidad, aplicable en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, exige que las conductas generadoras de sanciones previstas en las leyes se encuentren descritas con conceptos claros, de manera que los juzgadores, al realizar el proceso de adecuación de la actuación a la norma, conozcan su alcance y significado, lo que, además de brindar seguridad jurídica al servidor público sobre los actos u omisiones que tiene prohibido realizar, en atención al puesto, cargo o comisión que desarrolle, impide a la autoridad sancionadora incurrir en arbitrariedad, al no ser quien define el comportamiento ilícito que se recrimina. No obstante, es innecesario que la conducta reprochable se encuentre detallada, en forma de catálogo, en una norma u ordenamiento legal, en tanto que el comportamiento negativo de los servidores públicos también puede derivar del incumplimiento de las funciones propias e inherentes al servicio encomendado, por lo cual, aunque el derecho administrativo sancionador, al igual que el derecho penal se rige, entre otros, por los principios de exacta aplicación de la ley y de tipicidad, eso no significa que la inexistencia de un dispositivo normativo que especifique cuáles son todas las actividades que a aquéllos corresponden y en qué casos, de no cumplirlas, incurren en responsabilidad administrativa, sea motivo suficiente para estimar que ésta no se actualiza, sobre todo si se tiene presente que muchas de esas funciones o comportamientos que la sociedad espera y demanda de los servidores públicos se hallan implícitas en el cargo que desarrollan; de ahí que no requieran mayor descripción.”

Ahora bien, en cuanto a las pruebas ofrecidas por las partes, se debe tener en cuenta lo que al efecto se contempla en los artículos 133, 207, fracciones I a VII, y 208 primero y segundo párrafo, de la de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que establecen:
“Artículo 133. Para conocer la verdad de los hechos, las autoridades resolutoras podrán valerse de cualquier persona o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a terceros, sin más limitación que la de que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente, y con pleno respeto a los derechos humanos, solo estará excluida la confesional a cargo de las partes por absolución de posiciones.

Artículo 207. En los asuntos relacionados con faltas administrativas no graves, se deberá proceder en los términos siguientes:
I. La autoridad investigadora deberá presentar ante la autoridad substanciadora el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, la cual, dentro de los tres días siguientes se pronunciará sobre su admisión, pudiendo prevenir a la autoridad investigadora para que subsane las omisiones que advierta, o que aclare los hechos narrados en el informe; 
II. En el caso de que la autoridad substanciadora admita el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, ordenará el emplazamiento del presunto responsable, debiendo citarlo para que comparezca personalmente a la celebración de la audiencia inicial, señalando con precisión el día, lugar y hora en que tendrá lugar dicha audiencia, así como la autoridad ante la que se llevará a cabo. Del mismo modo, le hará saber el derecho que tiene de no declarar contra de sí mismo ni a declararse culpable; de defenderse personalmente o ser asistido por un defensor perito en la materia y que, de no contar con un defensor, le será nombrado un defensor de oficio; 
III. Entre la fecha del emplazamiento y la de la audiencia inicial deberá mediar un plazo no menor de diez ni mayor de quince días hábiles. El diferimiento de la audiencia sólo podrá otorgarse por causas de caso fortuito o de fuerza mayor debidamente justificadas; 
IV. Previo a la celebración de la audiencia inicial, la autoridad substanciadora deberá citar a las demás partes que deban concurrir al procedimiento, cuando menos con setenta y dos horas de anticipación; 
V. El día y hora señalado para la audiencia inicial el presunto responsable rendirá su declaración por escrito o verbalmente, y deberá ofrecer las pruebas que estime necesarias para su defensa. 
En caso de tratarse de pruebas documentales, deberá exhibir todas las que tenga en su poder, o las que no estándolo, conste que las solicitó mediante el acuse de recibo correspondiente. 
Tratándose de documentos que obren en poder de terceros, y que no pudo presentar por obrar en archivos privados, deberá señalar el archivo donde se encuentren o la persona que los tenga a su cuidado para que, en su caso, le sean requeridos en los términos previstos en esta Ley; 
VI. Los terceros llamados al procedimiento de responsabilidad administrativa, a más tardar durante la audiencia inicial, podrán manifestar por escrito o verbalmente lo que a su derecho convenga y ofrecer las pruebas que estimen conducentes, debiendo exhibir las documentales que obren en su poder, o las que no estándolo, conste que las solicitaron mediante el acuse de recibo correspondiente. Tratándose de documentos que obren en poder de terceros y que no fue posible aportar por obrar en archivos privados, deberán señalar el archivo donde se encuentren o la persona que los tenga a su cuidado para que, en su caso, le sean requeridos;
VII. Una vez que las partes hayan manifestado durante la audiencia inicial lo que a su derecho convenga y ofrecido sus respectivas pruebas, la autoridad substanciadora declarará cerrada la audiencia inicial, después de ello las partes no podrán ofrecer más pruebas, salvo aquellas que sean supervenientes;

Artículo 208. En los asuntos relacionados con faltas administrativas graves o faltas de particulares, se deberá proceder de conformidad con el procedimiento previsto en este artículo.

Las autoridades substanciadoras deberán observar lo dispuesto en las fracciones I a VII del artículo anterior, luego de lo cual procederán conforme a lo dispuesto en las siguientes fracciones:”

De la exégesis de los preceptos pre insertos se sigue que, a fin de conocer la verdad sobre los hechos controvertidos, en materia probatoria no se prevé más limitación, que los medios de prueba se hayan obtenido de manera lícita y con observancia a los derechos humanos, quedando proscrita únicamente la confesional por absolución de posiciones a cargo de las partes o que no se hayan ofrecido en tiempo y forma, esto es, al momento de desahogarse la audiencia inicial, salvo en tratándose de pruebas supervenientes.
Entonces, establecidos los principios generales y cargas probatorias, que imperan en este tipo de asuntos, es procedente seguir con el estudio y análisis de las pruebas ofrecidas por la autoridad investigadora, como parte acusadora, para determinar si probó la totalidad de los elementos establecidos en la falta administrativa materia de investigación, su ejecución por el incoado y finalmente su indubitable responsabilidad, en términos de los artículos 113, 133, 134 y 138 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Estudio. La Sala responsable, determinó la responsabilidad de los ex servidores públicos, ******, con motivo de la conducta desvío de recursos públicos, tipificada en el artículo 53, en relación con el 50, ambos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, sustentándose primordialmente en la prueba circunstancial o indiciaria, cuyo contenido es el siguiente:
“Artículo 53. Será responsable de desvío de recursos públicos el servidor público que autorice, solicite o realice actos para la asignación o desvío de recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables.

También se considerará desvío de recursos públicos, el otorgamiento o autorización, para sí o para otros, del pago de una remuneración en contravención con los tabuladores que al efecto resulten aplicables, así como el otorgamiento autorización, para sí o para otros, de pagos de jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, liquidaciones por servicios prestados, préstamos o créditos que no estén previstos en ley, decreto legislativo, contrato colectivo, contrato ley o condiciones generales de trabajo.
Para los efectos de este artículo no se consideraran beneficios los que reciban los servidores públicos de los centros públicos de investigación, instituciones de educación y las entidades de la Administración Pública Estatal a que refiere el artículo 51 de la Ley de Ciencia y Tecnología, que realicen actividades de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación podrán realizar actividades de vinculación con los sectores público, privado y social, y recibir beneficios, en los términos que para ello establezcan los órganos de dichos centros, instituciones y entidades, con la previa opinión de la contraloría. Igualmente, las actividades de vinculación a las que hace referencia el párrafo anterior, además de las previstas en el artículo 51 de la Ley de Ciencia y Tecnología, incluirán la participación de investigación científica y desarrollo tecnológico con terceros; transferencia de conocimiento; licenciamientos; participación como socios accionistas de empresas privadas de base tecnológica o como colaboradores o beneficiarios en actividades con fines de lucro derivadas de cualquier figura de propiedad intelectual perteneciente a la propia institución, centro o entidad, según corresponda. Dichos servidores públicos incurrirán en conflicto de intereses cuando obtenga beneficios por utilidades, regalías o por cualquier otro concepto en contravención a las disposiciones aplicables en la institución.”
Del precepto legal transcrito, se patentiza en lo que aquí atañe, los servidores públicos incurrirán en responsabilidad por desvío de recursos, cuando autoricen, soliciten o realicen actos para la asignación o desvío de recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables. 
Conforme a lo anterior, los elementos del tipo administrativo en estudio son los siguientes:
1. Elemento objetivo (sujeto activo). Es el servidor público en funciones, quien es el sujeto activo. Por su parte, el Estado, la administración pública o la colectividad el sujeto pasivo.
2. Elemento conductual. La acción consiste en autorizar, solicitar o realizar actos.

3. Objeto material (Finalidad). Que dichos actos estén dirigidos de forma específica a la asignación o desvío de recursos públicos de naturaleza material, humana o financiera.

4. Objeto normativo (Circunstancial). Que la autorización, solicitud o realización de tales actos se lleve a cabo de forma ilícita; esto es, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables.
De lo anterior, se advierte que la falta administrativa en análisis se configura predominantemente a través de conductas de comisión (un hacer) por parte del sujeto activo, en virtud de que se requiere de un despliegue de voluntad orientado a emitir un mandato, una petición o una ejecución material contraria a los fines legítimos de los recursos públicos asignados, y del mismo modo se configura por omisión, en el control que equivalga una autorización implícita.

En ese sentido, para que configure la falta administrativa grave de desvío de recursos públicos, resulta indispensable que se actualicen todos los elementos; lo cual, se debe desprender, particularmente, del contenido del informe de presunta responsabilidad administrativa emitido por la autoridad en contra de los servidores públicos responsables.
Precisado lo anterior, es importante establecer lo que la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, prevé referente al análisis y estudio del material probatorio propuesto, así como del debate producido por las partes y los principios aplicables al procedimiento, para entonces concluir si se acredita o no la existencia de los hechos narrados por la autoridad investigadora y, en consecuencia, la falta administrativa grave consistente en desvío de recursos públicos, así como la responsabilidad del servidor público en su comisión.
Como preámbulo el método de valoración de pruebas, de acuerdo con lo establecido en los artículos 133 y 134 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, el procedimiento administrativo se caracteriza por un sistema de libre valoración de las pruebas, con sujeción de las reglas de lógica, la sana crítica y de la experiencia.
Por lo que respecta al artículo 133, de la Ley Reglamentaria
, señala que las documentales públicas, tienen valor probatorio pleno en lo que atañe a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.
Bajo este parámetro, esta Alzada procederá a valorar los medios de convicción incorporados al procedimiento de responsabilidad administrativa, con base en la explicación y justificación que quedará expuesta, partiendo de la apreciación conjunta, integral y armónica de las pruebas que fueron incorporadas al procedimiento de responsabilidad administrativa, como lo ordenan los preceptos invocados.

Con base en este método quedarán a salvo los principios de legalidad, presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, congruencia, exhaustividad, verdad material y respeto a los derechos humanos, los cuales se reconocen en el arábigo 113
, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Ahora, como se advierte del informe de presunta responsabilidad administrativa, la autoridad investigadora imputó a los encausados la comisión de la falta de desvío de recursos públicos, prevista en el artículo 53, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. A fin de acreditar la materialidad de la conducta y la autoría de los implicados, y ofreció los medios de prueba siguientes:
1) Oficio CGE-01C-HCDIMP-******/2022
, de nueve de junio de dos mil veintidós, emitido por ******, Titular del órgano interno de control del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.
2) Denuncia administrativa
, de veintidós de septiembre de dos mil veintiuno, suscrita por ******, entonces ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, en contra de ****** ambos de dicho nosocomio.
3) Oficio RH******/2022
, de veintiuno de junio de dos mil veintidós, emitido por ******del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo al estatus laboral de ******.
4) Oficio RH/******/2022, veinticinco de septiembre de dos mil veintiuno, emitido por ******, titular de la Dirección de Recursos Humanos del Hospital Central, respecto al oficio de estatus laboral y calidad del servidor público ******, ex ******del nosocomio.
5) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintitrés de junio de dos mil veintidós, practicada a ******.
6) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintitrés de junio de dos mil veintidós, practicada a ******
7) Oficio MDG/DA/AF/******/2022
, de veintisiete de julio de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI******/2022.
8) Oficio MDG/DA/AF/******/2022
, de catorce de junio de dos mil veintidós, emitido por ******del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
9) Oficio UASLP/AG-******/2022
, de catorce de julio de dos mil veintidós, emitido por ****** Abogado General de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-A1/******/2022.
10) Oficio DG/DAISO/DOCYM/OF/******/2022
, de dieciocho de julio de dos mil veintidós, emitido por ****** de Servicios de Salud de San Luis Potosí, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
11) Oficio DG/DA/RF/******/2022
, de quince de julio de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
12) Escrito de quince de julio de dos mil veintidós
, suscrito por ****** de la Asociación Profesional Gremial de Médicos del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
13) Oficio DG/DA/MTTO/******/2022
, de quince de julio de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C-HCDIMP-AI/******/2022.
14) Oficio DG/DA/C/******/2022
, de dieciséis de agosto de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.
15) Oficio OM/DGSA/DCP-******/DVM156-22
, de cinco de septiembre de dos mil veintidós, emitido por ******, Director de Control Patrimonial de la Oficialía Mayor, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01CHCDIMP-A1/******/2022.
16) Oficio DG/DA/C/******/2022
, de ocho de septiembre de dos mil veintidós, emitido por ******, Director General del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01CHCDIMP-AI******/2022.
17) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******.
18) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******
19) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******.
20) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintinueve de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******.
21) Constancia de la entrevista de investigación
, de veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, practicada a Luis ******.
22) Constancia de la entrevista de investigación
, de treinta de septiembre de dos mil veintidós, practicada a ******.
23) Oficio DG/DA/C/******/2022
, de cuatro de octubre de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01-HCDIMP-AI/******/2022.
24) Oficio DG/DA/C/******/2022
, de cuatro de octubre de dos mil veintidós, emitido por ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, relativo a la respuesta a la diversa misiva CGE/01C/HCMDIMP-AI/******2022.
Establecido lo anterior, resulta necesario precisar la naturaleza y alcances de la prueba circunstancial o indiciaria, toda vez que la Resolutora sustentó la configuración de la falta y la plena responsabilidad de los en causados en este método de valoración. 
Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las tesis 1a. CCLXXXIII/2013 (10a.), 1a. CCLXXXIV/2013 (10a.) y 1a. CCLXXXV/2013 (10a.), determinó que la prueba indiciaria o circunstancial es aquella que se encuentra dirigida a demostrar la probabilidad de unos hechos denominados indicios. Si bien, estos no son constitutivos del ilícito por sí mismos, a través de la lógica y las reglas de la experiencia permiten inferir el hecho principal y la participación de los incoados.
La prueba circunstancial posee una estructura compleja,  no solo exige que los hechos base se encuentren plenamente acreditados, sino que debe existir una conexión racional entre estos y los hechos que se pretenden demostrar. Por tal motivo, se requiere de un riguroso estudio jurisdiccional sobre cada uno de los elementos que integran el arbitrio judicial.

Respecto a su naturaleza, la prueba indiciaria o circunstancial es de índole supletoria, pues debe emplearse únicamente cuando las pruebas directas no permitan acreditar un elemento fáctico del cual derive la responsabilidad, o cuando la información suministrada por estas no resulte suficiente o eficaz para el esclarecimiento de los hechos.

Si bien, es posible sostener la responsabilidad administrativa de una persona a través de la prueba circunstancial, deben concurrir requisitos estrictos para su validez; de lo contrario, se vulneraría el principio de presunción de inocencia. En ese sentido, la presunción de inocencia no se opone a la convicción que genera la prueba indiciaria, siempre que exista un cúmulo de hechos probados de forma debida de los cuales derive, de manera razonada y fundada, un juicio de reproche basado en la lógica de los indicios.

Sin embargo, la prueba circunstancial no debe confundirse con un cúmulo de datos equívocos, de conjeturas o de intuiciones, ya que esto implicaría aceptar que las sospechas constituyen un elemento válido para sustentar la culpabilidad de una persona.

En relación con los requisitos para la debida actualización de la prueba indiciaria, la Primera Sala sostuvo que estos se dividen en dos elementos fundamentales: los indicios y la inferencia lógica.

Por lo que hace a los indicios, deben cumplir con las condiciones siguientes:

a) Acreditación mediante pruebas directas. Los indicios deben estar plenamente corroborados por medio de convicción; de lo contrario, las inferencias carecerían de razonabilidad al sustentarse en premisas falsas. En definitiva, no es posible construir certezas a partir de simples probabilidades.
b) Pluralidad. La responsabilidad no puede sustentarse en indicios aislados; se requiere un conjunto de elementos que apunten en la misma dirección.
c) Concomitancia. Deben ser contemporáneos al hecho de que se trata de probar, manteniendo una relación material y directa con la conducta reprochada. 
d) Interrelación. Los indicios deben formar un sistema argumentativo convergente; es decir, deben articularse entre sí de tal manera que conduzcan a una conclusión unívoca, pues la divergencia sustancial de alguno restaría eficacia al conjunto probatorio.
En cuanto a la inferencia lógica, esta debe satisfacer dos requisitos:

a) Razonabilidad. La inferencia no debe ser arbitraria, absurda ni infundada, sino que debe responder estrictamente a las reglas de la lógica y a las máximas de la experiencia. Existen supuestos en los que la hipótesis generada por la prueba circunstancial se basa en afirmaciones material o físicamente imposibles, o bien, resultan inverosímiles al presentar una probabilidad mínima de ocurrencia frente a otras hipótesis más racionales. Por tanto, cuando de los mismos hechos probados se desprendan diversas conclusiones, el juzgador tiene la obligación de considerar cada una de ellas y razonar exhaustivamente por qué elige la que estima conducente.
b) Enlace directo y natural. De los hechos base acreditados debe fluir, como conclusión natural, el dato que se intenta demostrar, esto implica que debe existir un nexo causal y lógico, pues los indicios -aun estando plenamente acreditados- podrían no conducir de forma unívoca a una conclusión determinada si la inferencia es excesivamente abierta, débil, indeterminada o carece de fuerza concluyente.
Para que el procedimiento racional sea válido, el primer elemento fundamental lo constituyen los hechos base, los cuales deben estar suficientemente acreditados por cualquier medio de convicción, evitando así la construcción de presunciones sobre meras sospechas. Sustenta lo anterior el criterio emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las tesis siguientes:

“PRUEBA INDICIARIA O CIRCUNSTANCIAL. SU NATURALEZA Y ALCANCES. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la prueba indiciaria o circunstancial es aquella que se encuentra dirigida a demostrar la probabilidad de unos hechos denominados indicios, mismos que no son constitutivos del delito, pero de los que, por medio de la lógica y las reglas de la experiencia se pueden inferir hechos delictivos y la participación de un acusado. Esta prueba consiste en un ejercicio argumentativo, en el que a partir de hechos probados, mismos que se pueden encontrar corroborados por cualquier medio probatorio, también resulta probado el hecho presunto. Así, es evidente que dicha prueba tiene una estructura compleja, pues no sólo deben encontrarse probados los hechos base de los cuales es parte, sino que también debe existir una conexión racional entre los mismos y los hechos que se pretenden obtener. Es por ello que debe existir un mayor control jurisdiccional sobre cada uno de los elementos que componen la prueba. Adicionalmente, es necesario subrayar que la prueba circunstancial o indiciaria no resulta incompatible con el principio de presunción de inocencia, pues en aquellos casos en los cuales no exista una prueba directa de la cual pueda desprenderse la responsabilidad penal de una persona, válidamente podrá sustentarse la misma en una serie de inferencias lógicas extraídas a partir de los hechos que se encuentran acreditados en la causa respectiva. Sin embargo, dicha prueba no debe confundirse con un cúmulo de sospechas, sino que la misma debe estimarse actualizada solamente cuando los hechos acreditados dan lugar de forma natural y lógica a una serie de conclusiones, mismas que a su vez deben sujetarse a un examen de razonabilidad y de contraste con otras posibles hipótesis racionales. Así, debe señalarse que la prueba indiciaria o circunstancial es de índole supletoria, pues solamente debe emplearse cuando con las pruebas primarias no es posible probar un elemento fáctico del cual derive la responsabilidad penal del acusado, o cuando la información suministrada por dichas pruebas no sea convincente o no pueda emplearse eficazmente, debido a lo cual, requiere estar sustentada de forma adecuada por el juzgador correspondiente, mediante un proceso racional pormenorizado y cuidadoso, pues sólo de tal manera se estaría ante una prueba con un grado de fiabilidad y certeza suficiente para que a partir de la misma se sustente una condena de índole penal.”

“PRUEBA INDICIARIA O CIRCUNSTANCIAL. REQUISITOS QUE DEBEN CUMPLIR LOS INDICIOS PARA QUE LA MISMA SE PUEDA ACTUALIZAR. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, si bien es posible sostener la responsabilidad penal de una persona a través de la prueba indiciaria o circunstancial, lo cierto es que deben concurrir diversos requisitos para que la misma se estime actualizada, pues de lo contrario existiría una vulneración al principio de presunción de inocencia. Así las cosas, en relación con los requisitos que deben concurrir para la debida actualización de la prueba indiciaria o circunstancial, los mismos se refieren a dos elementos fundamentales: los indicios y la inferencia lógica. Por lo que hace a los indicios, debe señalarse que los mismos deben cumplir con cuatro requisitos: a) deben estar acreditados mediante pruebas directas, esto es, los indicios deben encontrarse corroborados por algún medio de convicción pues, de lo contrario, las inferencias lógicas carecerían de cualquier razonabilidad al sustentarse en hechos falsos. En definitiva, no se pueden construir certezas a partir de simples probabilidades; b) deben ser plurales, es decir, la responsabilidad penal no se puede sustentar en indicios aislados; c) deben ser concomitantes al hecho que se trata de probar, es decir, con alguna relación material y directa con el hecho criminal y con el victimario; y d) deben estar interrelacionados entre sí, esto es, los indicios forman un sistema argumentativo, de tal manera que deben converger en una solución, pues la divergencia de alguno restaría eficacia a la prueba circunstancial en conjunto.”

“PRUEBA INDICIARIA O CIRCUNSTANCIAL. REQUISITOS QUE DEBE CUMPLIR LA INFERENCIA LÓGICA PARA QUE LA MISMA SE PUEDA ACTUALIZAR. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, si bien es posible sostener la responsabilidad penal de una persona a través de la prueba indiciaria o circunstancial, lo cierto es que deben concurrir diversos requisitos para que la misma se estime actualizada, pues de lo contrario existiría una vulneración al principio de presunción de inocencia. Así las cosas, en relación con los requisitos que deben concurrir para la debida actualización de la prueba indiciaria o circunstancial, los mismos se refieren a dos elementos fundamentales: los indicios y la inferencia lógica. En torno a la inferencia lógica, la misma debe cumplir con dos requisitos: a) la inferencia lógica debe ser razonable, esto es, que no solamente no sea arbitraria, absurda e infundada, sino que responda plenamente a las reglas de la lógica y la experiencia. En algunos casos, la hipótesis generada por la prueba circunstancial se basa en afirmaciones absolutamente imposibles física o materialmente, así como inverosímiles, al contener una probabilidad mínima de que se hubiese actualizado, en contraste con otras hipótesis más racionales y de mayor conformidad con las reglas de la lógica y la experiencia. Así, cuando los mismos hechos probados permitan arribar a diversas conclusiones, el juzgador deberá tener en cuenta todas ellas y razonar por qué elige la que estima como conveniente; y b) que de los hechos base acreditados fluya, como conclusión natural, el dato que se intenta demostrar, existiendo un enlace directo entre los mismos. Ello debido a que los indicios plenamente acreditados pueden no conducir de forma natural a determinada conclusión, ya sea por el carácter no concluyente, o excesivamente abierto, débil o indeterminado de la inferencia.”

De lo anterior, se desprende que la construcción de la prueba indiciaria requiere de dos componentes esenciales:

1. Los indicios. Constituidos por los hechos base plenamente probados, los cuales pueden encontrarse corroborados por medios de convicción directos.
2. La inferencia lógica. Consistente en el nexo o conexión racional entre tales hechos y aquellos que se pretender acreditar.
En síntesis, la prueba indiciaria o circunstancial se dirige a demostrar la probabilidad de ciertos hechos (indicios) que, si bien no son constitutivos de ilícito por sí mismos, permiten inferir la existencia de la conducta infractora y la participación de los incoados mediante la aplicación de la lógica y las reglas de la experiencia.

Consecuentemente, solo ante la ausencia de prueba directa que acredite la responsabilidad, resulta válido sustentar una determinación en una serie de inferencias lógicas extraídas de hechos probados en la causa. Es bajo este supuesto, y solo bajo este, que la prueba circunstancial posee la fuerza necesaria para desvirtuar la presunción de inocencia.

En definitiva, dada su naturaleza eminentemente argumentativa, la prueba circunstancial debe ser debidamente sustentada por el juzgador mediante un proceso racional pormenorizado y cuidadoso. Solo así se garantiza un grado de fiabilidad y certeza para fundamentar una resolución sancionatoria. Considerar lo contrario implicaría violentar el principio de presunción de inocencia, lo cual, conforme al ordenamiento constitucional, convencional y legal de nuestro país, resulta inadmisible.
Ahora bien, debe establecerse que la prueba desde el enfoque de su continente tiene el propósito de definir qué autoridad formal tiene el respectivo elemento de juicio para la demostración de hechos en general ello se logra al asignar a los elementos demostrativos un valor probatorio pleno o relativo previa su clasificación. Como lo son documentos públicos, privados, testimoniales, dictámenes periciales, entre otros, deriva de aspectos adjetivos de aquellos, tales como su procedimiento y condiciones de elaboración, su autoría y en general lo atinente a su génesis.

Con relación al contenido, la valoración se vincula con la capacidad de la correspondiente prueba, como medio para acreditar la realización de hechos particulares, concretamente los afirmados por las partes, en la que buscará establecer cuales hechos quedan demostrados mediante la prueba de que se trate, lo que se conseguirá al examinar el contenido de esta, reconociéndose así su alcance probatorio.
En ese sentido, cuando un medio de convicción tenga pleno valor probatorio no necesariamente conducirá a concluir que demuestra los hechos afirmados, pues aquél resultará ineficaz en la misma medida en que lo sea su contenido.

Se apoya lo anterior, con la tesis: I. 3o. A. 145 K, del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, de rubro y contenido es el siguiente:

 “VALOR Y ALCANCE PROBATORIOS.  DISTINCION CONCEPTUAL. AUNQUE UN ELEMENTO DE CONVICCION TENGA PLENO VALOR PROBATORIO, NO NECESARIAMENTE TENDRA EL ALCANCE DE ACREDITAR LOS HECHOS QUE A TRAVES SUYO PRETENDA DEMOSTRAR EL INTERESADO. La valoración de los medios de prueba es una actividad que el juzgador puede realizar a partir de cuando menos dos enfoques; uno relacionado con el continente y el otro con el contenido, el primero de los cuales tiene como propósito definir qué autoridad formal tiene el respectivo elemento de juicio para la demostración de hechos en general. Esto se logrará al conocerse qué tipo de prueba está valorándose, pues la ley asigna a los objetos demostrativos un valor probatorio pleno o relativo, previa su clasificación en diversas especies (documentos públicos, privados, testimoniales, dictámenes periciales, etcétera. Código Federal de Procedimientos Civiles, Libro Primero, Título Cuarto), derivada de aspectos adjetivos de aquéllos, tales como su procedimiento y condiciones de elaboración, su autor y en general lo atinente a su génesis.  El segundo de los enfoques en alusión está vinculado con la capacidad de la correspondiente probanza, como medio para acreditar la realización de hechos particulares, concretamente los afirmados por las partes. A través de aquél el juzgador buscará establecer cuáles hechos quedan demostrados mediante la prueba de que se trate, lo que se conseguirá al examinar el contenido de la misma, reconociéndose así su alcance probatorio. De todo lo anterior se deduce que el valor probatorio es un concepto concerniente a la autoridad formal de la probanza que corresponda, para la demostración de hechos en general, derivada de sus características de elaboración; a diferencia del alcance probatorio, que únicamente se relaciona con el contenido del elemento demostrativo correspondiente, a fin de corroborar la realización de los hechos que a tráves suyo han quedado plasmados. Ante la referida distinción conceptual, debe decirse que la circunstancia de que un medio de convicción tenga pleno valor probatorio no necesariamente conducirá a concluir que demuestra los hechos afirmados por su oferente, pues aquél resultará ineficaz en la misma medida en que lo sea su contenido; de ahí que si éste es completamente ilegible, entonces nada demuestra, sin importar a quién sea imputable tal deficiencia o aquélla de que se trate.”

Ahora bien, el desvío de recursos públicos constituye una conducta de atribución regulada para un sujeto activo con una calidad específica: debe ostentar el carácter de servidor público al momento de la comisión de los hechos. La conceptualización jurídica de dicha investidura se encuentra predeterminada en el artículo 3, fracción XXVII, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, el cual dispone de forma literal:

“Artículo 3°. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

[…]

XXVII. Servidores Públicos: las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, conforme a lo dispuesto en el artículo 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí;”
De la exégesis de la porción normativa transcrita, se obtiene que la calidad de servidor público se asocia al desempeño de una función en los entes públicos de conformidad con el artículo 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí. Dicho precepto fundamental previene:

“Artículo 124. Se entiende por servidores públicos: los representantes de elección popular; los titulares del Supremo Tribunal de Justicia, y demás Tribunales del Estado; los titulares de los organismos autónomos reconocidos por esta Constitución; los funcionarios y empleados, y, en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública, estatal o municipal, incluyendo sus entidades; quienes serán responsables de los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones […”
Por su parte, el artículo 125, fracción III, del aludido ordenamiento constitucional dispone que se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten los principios rectores de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia.

“Artículo 125. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:

[…]

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, en los términos que establezca la ley […]
Artículo 50. Las conductas previstas en el presente capítulo constituyen faltas administrativas graves de las Personas Servidoras Públicas, por lo que deberán abstenerse de realizarlas, mediante cualquier acto u omisión.”
Bajo este contexto, los servidores públicos están constreñidos a conocer y acatar las leyes, reglamentos y disposiciones que regulan el ejercicio de sus atribuciones. Cualquier acto u omisión que vulnere dicho marco normativo e incida en las funciones encomendadas es susceptible de responsabilidad administrativa.

Precisado lo anterior, como ya se dijo, la conducta atribuida a los servidores públicos se encuentra prevista en el artículo 53, en aquiescencia con los numerales 6º y 50, todos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, cuyos elementos del tipo administrativo, se insiste son:
1. Elemento objetivo (sujeto activo). Es el servidor público en funciones, quien es el sujeto activo. Por su parte, el Estado, la administración pública o la colectividad el sujeto pasivo.

2. Elemento conductual. La acción consiste en autorizar, solicitar o realizar actos.

3. Objeto material (Finalidad). Que dichos actos estén dirigidos de forma específica a la asignación o desvío de recursos públicos de naturaleza material, humana o financiera.

4. Objeto normativo (Circunstancial). Que la autorización, solicitud o realización de tales actos se lleve a cabo de forma ilícita; esto es, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables.
El primer requisito en comento, se encuentra plenamente acreditado con las documentales públicas identificadas con los números 3, 4 y 23, consistentes en los oficios RH/******/2022
 de veintiuno de junio de dos mil veintidós, el oficio RH/******/2022
 de siete de septiembre de dos mil veintidós y el oficio RH/******/2022
 del veintiséis de septiembre siguiente; instrumentos expedidos por la Dirección General y la Jefatura de la División de Recursos Humanos del nosocomio que obtienen valor probatorio pleno de conformidad con los artículos 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado, y 136, 158 y 159 de la Ley Reglamentaria, al haber sido expedidos por un servidor público en el ejercicio de sus funciones, lo que genera certeza plena sobre su autenticidad y génesis adjetiva.
Dichos medios de convicción poseen el alcance material para acreditar fehacientemente el primer elemento del tipo administrativo, consistente en la acreditación como servidores públicos, que ostentaron los aquí enjuiciados, además de la temporalidad de sus encargos y sus percepciones económicas.

******, como ******, con fecha de ingreso del ******bía un salario mensual bruto de $******l) y un salario mensual neto de $****** moneda nacional).
******, como ******, con fecha de ingreso del ****** y fecha de baja del ******. Registraba un salario mensual bruto de $****** moneda nacional) y una percepción mensual neta de $******moneda nacional).
******ocupó el cargo de ******del cuatro de noviembre de dos mil dos al uno de enero de dos mil veintidós. Devengaba un salario mensual bruto de $****** moneda nacional) y un ingreso mensual neto de $****** moneda nacional).

Consecuentemente, esta prueba resulta eficaz para demostrar que los implicados se encontraban plenamente investidos con el carácter de servidores públicos en términos de lo previsto en el artículo 3°, fracción XXVII, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con los artículos 124 y 125, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.
En lo que atañe al segundo y tercer elemento del tipo administrativo, consistentes en que los referidos servidores públicos lleven a cabo, autorizar, solicitar o realizar actos; y, que éstos estén dirigidos de forma específica a la asignación, destino o desvío de recursos públicos de naturaleza material, humana o financiera, se encuentran acreditados con las documentales identificadas con los números 1, 2, 4, 5, 16, 17, 18, 19, 20 y 21, consistentes en:

a) Oficio CGE-01C-HCDIMP-******/2022
, de nueve de junio de dos mil veintidós, emitido por ******, Titular del órgano interno de control del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, que contiene la denuncia administrativa, de veintidós de septiembre de dos mil veintiuno, suscrita por ******, en su carácter de entonces ****** de dicho Hospital, obtiene pleno valor probatorio. 
Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y 136, 158 y 159, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, al tratarse de un instrumento expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales, lo que acredita fehacientemente su autenticidad y regularidad formal de su génesis procesal.
b) Escrito de denuncia de veintidós de septiembre de dos mil veintiuno, suscrito por ******, ex ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, en contra de ******, obtiene valor probatorio pleno.

Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 134, 136, 158 y 159, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, al tratarse de una actuación formal e idónea para acreditar fehacientemente la génesis y el origen del procedimiento de investigación.

Asimismo, dicho instrumento es eficaz para demostrar que el entonces ****** denunció formalmente ante el órgano interno de control los actos materiales de “disposición indebida y venta de bienes y desechos propiedad de este HOSPITAL CENTRAL “DR. IGNACIO MORONES PRIETO” así como de otros que se encontraban en comodato o bajo resguardo de otras instituciones; sin contar con las facultades o autorización para ello y sin apegarse a los requisitos establecidos en la Ley de Bienes del Estado y Municipios de San Luis Potosí y que pudieran constituirse en faltas administrativas graves de conformidad con lo establecido en los artículos 51, 52 y 53 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí”.

c) Actas de entrevistas de investigación recabadas por la autoridad investigadora, y que, bajo el enfoque del contenido (alcance material), procede el examen minucioso, armónico y adminiculados de los deponentes, de los cuales se obtiene la narración material de los hechos ilegales atribuidos a los servidores públicos en trato, conforme a lo siguiente.
Bajo el enfoque del contenido (alcance material), procede el examen minucioso, armónico y adminiculados de los deponentes, de los cuales se obtiene la narración material de los hechos ilegales atribuidos a los servidores públicos en trato, conforme a lo siguiente:
Respecto la conducta atribuida a ******, se patentiza con la propia declaración de este último servidor público, la cual se engarza con las documentales identificadas con las documentales 1 y 2 antes señaladas y valoradas, y con los atestes de los diversos funcionarios públicos, a saber:

1. ******(ex ******del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto): Al comparecer el veintitrés de junio de dos mil veintidós, ante la autoridad investigadora manifestó haber laborado para dicho nosocomio, de febrero de dos mil diecinueve a septiembre de dos mil veintiuno, negó tener conocimiento del procedimiento para la venta de los bienes relativos a la ******, la ******, calentadores, ****** como ******, papel y ******, así como la ******; que él, entre otra persona, entregó la ******, desconociendo quien autorizó dicha entrega; señaló que el recibió la factura original, baja de placas y llaves de la ******, modelo ******, mismas que entregó por órdenes del Contador ****** a un trabajador de almacén general llamado ******, quien fue quien la adquirió mediante compraventa; finalmente, reconoció haber efectuado un depósito extemporáneo en la cuenta bancaria de la institución hasta el veinte de septiembre de dos mil veintiuno por concepto de la enajenación de desechos comerciales, exhibiendo los comprobantes relativos.
2. ****** adscrito al Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto): Manifestó el veintitrés de junio de dos mil veintidós, ante la autoridad investigadora, que ingresó a laborar a dicho nosocomio en mil novecientos noventa y cuatro, a la fecha; no supo cuál fue el procedimiento de la venta de los bienes, ya que él no la llevo a cabo; en cuanto a los desechos, el ingeniero ******, realizaba la venta de esos desechos, quien realizaba las salidas para sacarlo; que quien autorizó y ordenó la venta de la resonancia magnética fue ******l; que el acudió con ****** a la entrega de la resonancia magnética de acuerdo a las indicaciones que le dio ******, por parte de ******; dicho bien se vendió y entregó a una persona de nombre ******; que fue el ingeniero ****** el que recibió el dinero de la venta de la resonancia magnética; que además ******, fue quien puso a la venta de los trabajadores del Hospital los ciento doce calentadores solares, mediante una orden de trabajo interno y manejándolos como desechos, lo que dijo era por orden de ******; y de quien recuerda haber adquirido algún bien de los mencionados, fue ******, los cuales adquirieron de ******, por órdenes de ******; respecto de la planta de emergencia Cummins, él la recibió para resguardo en la bodega ubicada en Aquiles Serdán; respecto de la ****** propiedad del nosocomio, dijo que el ingeniero ******, la vendió a un trabajador del Hospital.
3. ****** Doctor Ignacio Morones Prieto): Manifestó el veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, ante la autoridad investigadora, que sus funciones consistían en la coordinación operativa bajo las órdenes de ******; respecto a la venta de los bienes recuperados con motivo de las obras de demolición, declaró tener conocimiento directo de la enajenación de activos recuperados en las obras de demolición, por parte del ingeniero ******, ello porque éste le dejaba las órdenes de salida, para que las entregara a las personas que le indicara; que tuvo conocimiento que ello se verificó hacía tres o cuatro años atrás; señaló que su superior jerárquico ****** era quien llevaba a cabo la venta y entrega de bienes del Hospital Central.
En lo concerniente a la descripción del inventario dispuesto, precisó que en relación a la ubicación de ****** y una ******, se dio cuenta que la planta no la encontraban dentro del Hospital, que ******, era quien se la había llevado, al tener los medios y respaldo de ******; en relación a los calentadores y ******, éstos fueron vendidos por el ingeniero ******a que le dejaba los pases de salida directa firmados, para dárselos a las personas que él le indicara; relativo a la ******, modelo ******, dice haber sabido que el ingeniero ******, fue quien la vendió; que dicho ingeniero se ocultaba al momento de recibir el numerario.

4. ****** en el Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto): Declaró el veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, ante la autoridad investigadora, que tuvo conocimiento a finales de dos mil diecinueve y principios de dos mil veinte, de la venta, sustracción y disposición de bienes del Hospital Central y que fueron  retirados por las obras de sustitución; que en dicho periodo compró dos ****** propiedad del hospital y un ****** (sic), recibiendo únicamente pase de salida de los mismos; que dicha compra la realizó directamente con el ingeniero ******, por la cantidad de $****** moneda nacional) cada calentador solar y $******oneda nacional) respecto del tinaco, cantidad que dio en efectivo en la oficina de ******, en el área de mantenimiento y que una vez que llevó a cabo la transacción, ingresó su camioneta por el acceso de urgencias de la avenida Manuel Nava y consumar el traslado de los bienes.

5. ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto): declaró ante la autoridad competente el treinta de septiembre de dos mil veintidós, ante quien manifestó que sus funciones eran de octubre de dos mil tres, hasta septiembre de dos mil veintidós, las de llevar a cabo la coordinación de pagos a proveedores, participar en los procesos que lleva a cabo el área de recursos financieros en lo correspondiente a la aplicación y ejercicio del presupuesto, ser el enlace de la unidad de Transparencia de la Institución; tuvo conocimiento de la venta, sustracción y disposición de bienes que se encontraban en el hospital a partir de diciembre de dos mil veintiuno; precisó que por instrucción directa de ****** (entonces ******) delegó dentro de la gestión relativa de dos mil quince a dos mil veintiuno, el control y resguardo del parque vehicular del nosocomio, al ******; ello a partir de su ingreso al Hospital Central, función que se compelía además, a darle seguimiento a las condiciones para uso de los mismos, con activo fijo, verificar la vigencia de las pólizas de seguro correspondiente, controlar el uso de vehículos y asignación a las áreas que requiriesen contar con unidad motriz de manera permanente o transitoria; que derivado de las instrucciones emitidas por la ****** a cargo de ******, generó duplicados de las llaves de acceso a la bodega de activo fijo de Aquiles Serdán.

Y además a ******, los siguientes atestes:

6. ****** en el Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto): Manifestó el veintiocho de septiembre de dos mil veintidós, ante la autoridad investigadora, que ocupó dicho cargo en el periodo del uno de abril de dos mil quince al quince de febrero de dos mil veintidós, y que, sus funciones consistieron en llevar el control del mobiliario y equipos, así como el mantenimiento del equipo médico del Hospital Central. Respecto de haber tenido conocimiento de la venta, sustracción y disposición de los bienes del nosocomio y que, fueron retirados por las obras de sustitución, señaló que, respecto de la ****** modelo ******, él realizó la baja de dicho bien, por indicación del contador ******, a través del ingeniero ****** a quien se le entregó toda la documentación de ese bien. En relación con la ubicación de la ******, refirió que se encontraba bajo resguardo de ****** en la bodega de activo fijo de Aquiles Serdán y, respecto de la resonancia magnética, señaló que fue resguardada en la bodega de Aquiles Serdán, siendo que, ****** le refirió que no era costeable su reparación, por lo que, la consideró como desecho, quedando bajo resguardo de éste.  
7. ****** Doctor Ignacio Morones Prieto): Manifestó el veintinueve de septiembre de dos mil veintidós, ante la autoridad investigadora, que en diciembre de dos mil diecinueve, tuvo conocimiento que andaban vendiendo cosas, además de que diversos vehículos trasladaban chatarra hacia la bodega de la calle Aquiles Serdán; aceptó que en enero de dos mil veinte, ******, quien era jefe de mantenimiento del referido Hospital, le ofreció en venta como chatarra una ****** propiedad del nosocomio, la cual adquirió por una cantidad estimada entre $****** moneda nacional) y $****** moneda nacional); precisó que entregó el dinero en efectivo al ******dentro de la bodega de activo fijo de Aquiles Serdán y que retiró el vehículo del estacionamiento de ese sitio, mediante el servicio de una grúa, haciéndole entrega de llaves, factura y baja original del bien mueble.
8. ****** del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto), El veintinueve de septiembre de dos mil veintidós, ante la autoridad investigadora, manifestó estar laborando en dicha área desde marzo de dos mil doce hasta la fecha de su deposición; declaró que en la última semana de julio de dos mil veintiuno, tuvo conocimiento de la venta, sustracción y disposición de bienes, que se encontraban en dicho nosocomio y que fueron retirados por las obras de sustitución, al presenciar cómo un recolector de chatarra acudió al inmueble a llevarse diversos bienes, percatándose que ******lo conminaba a pagar un precio más alto por diversas estructuras de plomo desmontadas del área de radiología; que éste último se presentaba en la bodega de Aquiles Serdán incluso fuera de horario de labores, al tener llaves; que al iniciar las obras de demolición observó el ingreso a la bodega de la ****** a bordo de plataformas con grúa, estando presente ******, activo que posteriormente desapareció del lugar. Respecto al ******, precisó que se encontraba en óptimas condiciones en el acceso de la bodega y que, tiempo después, el ingeniero ******, sacó el generador, constatando de igual forma la entrega masiva de camas hospitalarias al citado recolector de desechos comerciales en julio de dos mil veintiuno; que supo que hubo venta de calentadores solares sin adquirir alguno.
La calidad como funcionarios públicos, de los referidos testigos se acredita con los oficios número RH/******/2022 y RH/******/2022 emitidos por la División de Recursos Humanos, signados por ******, el cual se contiene en la evidencia catalogada como 16, en el que se detalla además la adscripción orgánica, la temporalidad y la subordinación jerárquica de ******) y de los subalternos operativos ****** 
Deposados que se advierten contestes, en señalar la forma en que presenciaron con sus sentidos los hechos que narran, además de haber sido rendidos bajo protesta de decir verdad y con los apercibimientos de ley correspondientes y porque existe identidad en sus dichos, al aseverar de forma coincidente sobre las mismas fechas, lugares de resguardo y activos objeto de desvío.
Las actas de entrevistas de investigación recabadas por la autoridad investigadora obtienen valor probatorio indiciario en cuanto a su continente, de conformidad con el artículo 137, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al tratarse de actuaciones de la etapa de investigación.

Estudio de los agravios en contra de la licitud de las pruebas. Este Tribunal de Alzada procede al examen conjunto de los agravios formulados por ******, orientados a cuestionar la legalidad de las actas de entrevista recabadas durante la etapa de investigación. Los recurrentes sostienen en esencia que dichas probanzas constituyen prueba ilícita al equipararse a una confesional por posiciones —prohibida por la ley—, violar el principio de contradicción por la imposibilidad de formular repreguntas y carecer de las formalidades procesales de la prueba testimonial.

Como se dijo, los conceptos de impugnación hechos valer resultan infundados e insuficientes, de conformidad con las siguientes consideraciones de orden técnico-jurídico:

Ello es así, pues dichos testimonios, fueron desahogados con base en el mencionado artículo 137 de la Ley Reglamentaria, por la autoridad investigadora, que rige las formalidades estrictas y las reglas de desahogo que la ley de la materia prevé para las pruebas testimoniales o confesionales dentro de la audiencia inicial del procedimiento sancionador. Las actas de cuenta constituyen diligencias previas de investigación cuya finalidad no es el desahogo de un medio de convicción formal en juicio, sino la recopilación de indicios necesarios para el esclarecimiento de la verdad material y la confección del informe de presunta responsabilidad administrativa, de conformidad con las facultades otorgadas por los artículos 92 al 95, del ordenamiento legal invocado.

Bajo este contexto, no se actualiza la pretendida violación al principio de contradicción ni al artículo 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El derecho de defensa y la garantía de contradicción se tutelan de forma efectiva al momento en que el presunto infractor es citado al procedimiento, permitiéndosele el acceso pleno al expediente de origen, el derecho a manifestar lo que a su interés convenga y la oportunidad expedita para ofrecer y desahogar los medios de prueba idóneos para desvirtuar la acusación durante la audiencia inicial, etapa donde la litis quedó debidamente integrada y los encausados gozaron de plena libertad procesal.

Asimismo, resulta desacertado afirmar que las entrevistas participen de la naturaleza jurídica de una confesión por posiciones proscrita por el artículo 133, de la ley de la materia. Las actas de entrevista no se desahogaron al tenor de un pliego de posiciones cerrado ni bajo coacción, sino que consistieron en narraciones libres sobre hechos propios y de terceros efectuadas por servidores públicos en ejercicio de sus obligaciones de transparencia, máxime que no se trataron de confesiones, sino de testimoniales.
Consecuentemente, los indicios obtenidos de dichos atestes resultan plenamente lícitos y eficaces; como quedó establecido en el análisis de este Tribunal de Alzada, las entrevistas no fueron valoradas por la sala de origen de manera aislada ni dogmática, sino bajo el sistema de libre valoración racional que prevén los artículos 14 y 16, de la Constitución Federal y los numerales 134 y 159, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

La fuerza de convicción de las entrevistas emana de su interrelación, concomitancia y pluralidad, al formar un sistema argumentativo convergente que embona de forma natural y unívoca con las documentales públicas patrimoniales (oficios de recursos humanos, contratos de donación y facturas bancarias), integrando una prueba circunstancial sólida y pormenorizada. 
Medios de convicción que se engarzan con las pruebas identificadas con los números 6, 7, 8, 9, 11, 12, 15, 22 y 23, consistentes en copias certificadas y simples de diversos contratos, actas de entrega-recepción, convenios, facturas y registros de baja patrimonial-; reportes de trabajos autorizados para la extracción de material del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, atribuidos formalmente al ex ******; -el informe sobre la inexistencia de procedimientos de enajenación, adminiculado con cinco diversos anexos documentales-; así como las actas y aclaraciones del proceso de entrega-recepción de la Dirección General, a las cuales anteriormente se les otorgó valor probatorio pleno a las documentales públicas y de indiciario a los instrumentos privados, de conformidad con los artículos 134, 136, 137, 158 y 159, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. Lo anterior, al haber sido expedidos y certificados por las autoridades competentes en ejercicio de sus funciones, con los cuales se acredita la existencia de los bienes muebles propiedad del nosocomio, y que fueron objeto de enajenación, sin fundamento jurídico o en contraposición de las normas aplicables, a saber:
1. ******: Marca ****** con capacidad de 500 Kw, modelo DFEK5935121, serie ******, equipada con motor diésel modelo ******
2. ****** (500 Kva): Capacidad de 13200/220 v, marca ******, serie KJB 025-03-001;

3. ****** (750 Kva): Capacidad de 13200/480 v, marca ******, serie ******;

4. ******: Compuesto por ******;

5. Equipo de ******: Marca General Electric, modelo ******; y,

6. Vehículo automotor oficial: Camioneta marca Chevrolet Pick Up, modelo 1993, tipo ******, color blanco, serie ******.

Existencia de los activos que quedaron debidamente acreditados mediante los oficios MDG/DA/AF/******/2022
, MDG/DA/AF/******/2022
, UASLP/AG-******2022
, el escrito de quince de julio de dos mil veintidós
 y sus respectivos anexos documentales, con los que se encuentra plenamente acreditado el carácter de recursos públicos materiales propiedad del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.
Ahora, sobre la titularidad de los citados activos de la hacienda pública hospitalaria, se encuentra plenamente soportada en el sumario a través de los siguientes instrumentos específicos de adquisición y control patrimonial.
Las estimaciones de obra y actas de entrega-recepción de veintidós de febrero de dos mil siete y veintisiete de enero de dos mil diecisiete, relativas a los contratos de ampliación de las áreas de urgencias y quirófanos (******QUIROFANOS HOSP CENTRAL/******).
El acta de entrega-recepción de dieciséis de diciembre de dos mil veinte, celebrada entre la Universidad Autónoma de San Luis Potosí y el Hospital Central, relativa al equipamiento del proyecto de investigación científica denominado "Central Termosolar de 0.15 MW en configuración lineal de Fresnel compacta para calor de proceso en el Hospital Central"; así como el Convenio de Colaboración de doce de noviembre de dos mil nueve y los contratos de reconocimiento de adeudo condicionado de once de noviembre de dos mil dieciséis, donde consta la donación legal del equipo de resonancia magnética referido.
La factura número ****** emitida por la persona moral Herrera Motors, Sociedad Anónima de Capital Variable, adminiculada con el recibo de baja vehicular con folio ****** dictado por la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado y el formato de baja del Sistema de Control Oficial Patrimonial con folio ****** de doce de febrero de dos mil veinticinco.
Documentales que, valoradas de manera conjunta, armónica y adminiculadas entre sí, poseen la fuerza probatoria idónea y suficiente para acreditar fehacientemente la preexistencia, inventario, características técnicas, naturaleza pública y propiedad a favor del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto de los anteriores recursos materiales que fueron objeto de enajenación y desvío ilegal.
Y en específico la señalada bajo el dígito 9, el cual es eficaz para acreditar el inicio, desarrollo y ejecución material del proyecto de infraestructura pública relativo al desmantelamiento y demolición de las áreas físicas que serían sustituidas por la obra nueva del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto. Consecuentemente, este medio de convicción demuestra de forma plena el desmantelamiento de diversos materiales, estructuras y componentes del nosocomio, constituyendo el factor de oportunidad material que dio origen a la libre disponibilidad fáctica de los activos que posteriormente fueron objeto de la venta indebida y el desvío de recursos que se les reprocha a los encausados.
Así como, del acta de entrega-recepción de dieciséis de diciembre de dos mil veinte, celebrada entre la Universidad Autónoma de San Luis Potosí y el hospital referido, instrumento público donde consta el inventario físico original de los ****** y los ****** que integraban el proyecto termosolar de la institución; constituyendo así una premisa fáctica que demuestra que el ******, poseía el control documental de las órdenes de remoción de los citados activos antes de su desvío y venta ilegal.
Así como, se patentiza el cumplimiento de las erogaciones financieras realizadas a favor de la Asociación Profesional Gremial de Médicos del Hospital Central, en términos del contrato de reconocimiento de adeudo de once de noviembre de dos mil dieciséis, lo que confirma la legítima incorporación e inobjetable propiedad del equipo de ******marca ******, modelo ******, a favor del patrimonio del hospital antes de su desvío material.

Y constatan la posesión legal y el control físico por parte del Hospital Central en el inmueble habilitado como bodega de activo fijo, ubicado en la calle Aquiles Serdán número 1125 de esta ciudad; inmueble donde se resguardaban los activos desviados.
Del oficio del Departamento de Activo Fijo, registrado bajo el folio DA/AF/******/2022 signado por ******, contenido en la evidencia señalada como 15, se advierte remiten los expedientes de adquisición original de los ciento doce ******y sus ******, corroborando su preexistencia física y naturaleza de recursos públicos materiales.
A lo que se adminiculan las actas de entrega-recepción de la Dirección General -con cortes al treinta y uno de julio y veinticinco de septiembre de dos mil veintiuno-, sus respectivas actas aclaratorias, constituyen la prueba documental idónea que fija el límite temporal de las obligaciones de resguardo y supervisión patrimonial a cargo del ex ******; constancias que demuestran que las sustracciones y la falta de inventario de los activos del hospital ocurrieron durante el periodo de su encargo y gestión pública, haciendo exigible su deber legal de cuidado.

El conjunto de pruebas identificadas con los numerales del 1 al 24, valorados y adminiculados entre sí de forma integral, gozan de valor probatorio pleno en cuanto a su continente, de conformidad con los artículos 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como el 134, 136, 137, 158 y 159 de la Ley Reglamentaria. La articulación armónica de este caudal conforma la prueba circunstancial con fuerza de convicción necesaria para demostrar fehacientemente que los hechos controvertidos constituyen la conducta de desvío de recursos públicos.

Mientras que en lo que atañe al elemento normativo, se satisface, es decir, que la autorización, solicitud o realización de tales actos se realice de forma ilícita; esto es, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables, también se encuentra acreditada, pues los sentenciados no demostraron haber llevado a cabo las conductas reprochadas bajo el procedimiento legal que obliga la ley aplicable, estos es, llevaron su actuar sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables; de tal manera que, ante la ausencia de pruebas que justifiquen tal circunstancia, se acredita ese elemento en sentido negativo.

Por tanto, tomando como base el enlace lógico y natural exigidos por la sana crítica para desvirtuar la presunción de inocencia de los implicados, se establece que del análisis y valoración de todos y cada uno de los elementos de prueba a los que se hizo mención, mismos que al ser valorados de forma conjunta, integral y armónica bajo las reglas de la sana crítica, constituyen las premisas fácticas que demuestran la existencia de la falta administrativa grave y la responsabilidad de los encausados, llevan a concluir que existen indicios bastantes que en su conjunto resultan aptos y suficientes para acreditar plenamente, que en las circunstancias de tiempo, modo y lugar, es decir, desde el veintiocho de septiembre de dos mil diecinueve hasta el veintiuno de septiembre de dos mil veintiuno, en las instalaciones del Hospital Central, los aquí enjuiciados ******, en grado de coparticipación, llevaron a cabo el desvío de recursos, al haber autorizado, o realizados actos para la asignación o desvío de recursos materiales, ******: Marca ******, con capacidad de 500 Kw, modelo ******erie 1******, equipada con motor diésel modelo ******: Capacidad de 13200/220 v, marca ******: Capacidad de 13200/480 v, marca ******, serie ******: Compuesto por calentadores de agua no presurizados y ******: Marca ******, modelo ****** y, ****** marca ******, modelo ******, tipo ******, color blanco, serie ****** propiedad de la hacienda pública del nosocomio, al disponer su venta, a cambio de numerario en efectivo al interior de las oficina de mantenimiento o en los almacenes de activo fijo de dicho nosocomio, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables, previsto en el artículo 53, en aquiescencia con los normativos 6º y 50, todos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Respecto al grado de participación de ****** (Responsabilidad por omisión), resulta acreditarse, debido a que al tener éstos la calidad específica de ****** y ******, del Centro de Salud en mención, conforme al artículo 6, fracciones I, II y VI, de la Ley Reglamentaria
, estaban obligados legalmente a supervisar y vigilar la correcta administración, resguardo y destino de los recursos materiales afectos al hospital, la inferencia lógica determina que las sustracciones y enajenaciones apartadas de la legalidad de tal conducta se consumaron de forma continua durante el periodo de su encargo debido a una omisión en el ejercicio de sus facultades. 
En lo que atañe a ******, resulta por su actuar, ya que llevó materialmente a cabo la venta de los bienes muebles reseñados, propiedad del nosocomio en comento; ello en contraposición a la disposición legal que prevé el actuar de los servidores públicos, para formalizar legalmente dicha venta.
Por lo tanto, al haber desatendido lo dispuesto por el precepto 53, de la Ley Reglamentaria, en relación con el 6º, ídem, de forma omisiva y de actuar, es que este Tribunal de Alzada arriba a la conclusión de que quedó acreditada la plena responsabilidad en el resultado material de la infracción.
Establecido lo anterior, este Tribunal de Alzada procede al estudio conjunto de los motivos de disenso agrupados conforme a la prelación lógica y jurídica que impone la materia, examinando en primer término las excepciones de incompetencia por ser de estudio preferente.
De ahí, que devengan infundados los agravios que vierten los enjuiciados, pues bien el artículo 4º, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí diseña la estructura orgánica interna de la dependencia, la competencia de las autoridades en materia sancionadora no puede analizarse a partir de una interpretación aislada o gramatical de los reglamentos, sino de forma armónica, sistemática y jerárquica con la Constitución Federal, la Constitución local y la ley de la materia.

El artículo 3º, fracción II
, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, define a la autoridad investigadora por su función sustantiva -como la encargada de la investigación de faltas administrativas- y no por una denominación de puesto rígida en los manuales de organización. De este modo, la competencia del órgano estatal deriva de la naturaleza del acto encomendado por la ley y no de la etiqueta nominal del encargo reglamentario.

Originariamente, el artículo 109, fracción III, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, confiere de manera expresa una competencia originaria de rango constitucional para que las faltas administrativas graves sean investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los Órganos Internos de Control (o sus homólogos en las entidades federativas). Por tanto, al tratarse de una facultad reservada por el Constituyente Permanente a los órganos internos de control, resulta jurídicamente desacertado pretender que una omisión reglamentaria extinga una competencia nacida desde la norma fundamental del país.

En sintonía con dicho mandamiento constitucional, los artículos 92 al 95
, de la Ley de Responsabilidades Administrativas local, otorgan a las unidades administrativas que actúan como órganos internos de control, la facultad expedita para realizar todas las diligencias, requerimientos, actuaciones y notificaciones que resulten necesarias para la debida integración de los expedientes de investigación. Dentro de este catálogo de facultades se encuentra comprendida la práctica de entrevistas y la recopilación de testimonios, pues la ley constriñe a la investigadora a allegarse de la verdad material de los hechos, con la única limitación de que su obtención sea lícita y con respeto a los derechos humanos, de conformidad con el artículo 133, del citado cuerpo legal.

Bajo esa premisa, el artículo 102
, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado, otorga a la autoridad investigadora la atribución exclusiva de que, una vez concluidas las diligencias correspondientes, proceda al análisis de la información recabada para determinar la existencia de faltas administrativas y emitir la calificación jurídica de gravedad respectiva. Atribución que en el caso concreto se materializó mediante el dictado del auto de siete de octubre de dos mil veintidós, donde se fijó la gravedad de las conductas previstas en los artículos 53, 56 y 61, de la Ley Reglamentaria, remitiéndose el expediente para su resolución ante este Tribunal Administratuvo con fundamento en el numeral 192 del ordenamiento invocado.

El ejercicio de la facultad reglamentaria se encuentra estrictamente acotado por los principios constitucionales de reserva de ley y de subordinación jerárquica, tal como lo establece la jurisprudencia P./J. 30/2007 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto:

“FACULTAD REGLAMENTARIA. SUS LÍMITES. La facultad reglamentaria está limitada por los principios de reserva de ley y de subordinación jerárquica. El primero se presenta cuando una norma constitucional reserva expresamente a la ley la regulación de una determinada materia, por lo que excluye la posibilidad de que los aspectos de esa reserva sean regulados por disposiciones de naturaleza distinta a la ley, esto es, por un lado, el legislador ordinario ha de establecer por sí mismo la regulación de la materia determinada y, por el otro, la materia reservada no puede regularse por otras normas secundarias, en especial el reglamento. El segundo principio, el de jerarquía normativa, consiste en que el ejercicio de la facultad reglamentaria no puede modificar o alterar el contenido de una ley, es decir, los reglamentos tienen como límite natural los alcances de las disposiciones que dan cuerpo y materia a la ley que reglamentan, detallando sus hipótesis y supuestos normativos de aplicación, sin que pueda contener mayores posibilidades o imponga distintas limitantes a las de la propia ley que va a reglamentar. Así, el ejercicio de la facultad reglamentaria debe realizarse única y exclusivamente dentro de la esfera de atribuciones propias del órgano facultado, pues la norma reglamentaria se emite por facultades explícitas o implícitas previstas en la ley o que de ella derivan, siendo precisamente esa zona donde pueden y deben expedirse reglamentos que provean a la exacta observancia de aquélla, por lo que al ser competencia exclusiva de la ley la determinación del qué, quién, dónde y cuándo de una situación jurídica general, hipotética y abstracta, al reglamento de ejecución competerá, por consecuencia, el cómo de esos mismos supuestos jurídicos. En tal virtud, si el reglamento sólo funciona en la zona del cómo, sus disposiciones podrán referirse a las otras preguntas (qué, quién, dónde y cuándo), siempre que éstas ya estén contestadas por la ley; es decir, el reglamento desenvuelve la obligatoriedad de un principio ya definido por la ley y, por tanto, no puede ir más allá de ella, ni extenderla a supuestos distintos ni mucho menos contradecirla, sino que sólo debe concretarse a indicar los medios para cumplirla y, además, cuando existe reserva de ley no podrá abordar los aspectos materia de tal disposición.”

Conforme al criterio jurisprudencial invocado, si la Ley de Responsabilidades Administrativas local ya define a la autoridad investigadora por su función sustantiva y le otorga una competencia legal originaria, un Reglamento Interior carece de la potestad para restringir o anular dicha atribución basándose en una omisión de nomenclatura, toda vez que la facultad reglamentaria se encuentra supeditada a facilitar el cumplimiento de lo predeterminado por el legislador ordinario.

Por lo tanto, resulta evidente que la autoridad investigadora del órgano interno de control del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto, cuenta con facultades de rango constitucional y legal para investigar las faltas administrativas graves, así como para actuar válidamente dentro del procedimiento sancionador de origen. Orienta y robustece la anterior conclusión el criterio sustentado por la tesis I.12o.A.34 A, de rubro y texto:
“ÁREA DE AUDITORÍA, QUEJAS Y RESPONSABILIDADES DE LOS ÓRGANOS DE CONTROL INTERNO EN LAS ENTIDADES PARAESTATALES. SU EXISTENCIA LEGAL NO DERIVA DE UNA DENOMINACIÓN ESPECÍFICA SINO DE LA DESCRIPCIÓN DE ATRIBUCIONES CONTENIDA EN LA NORMATIVIDAD APLICABLE. De conformidad con lo previsto en los artículos 37, fracción XII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 13 y 62 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales y 26 del Reglamento Interior de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo (vigente hasta el dieciséis de julio de dos mil uno), el titular de la indicada secretaría está facultado para designar a los titulares de las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades de los órganos de control interno en las entidades paraestatales, funcionarios que jerárquica y funcionalmente dependen de él y lo representan. Ahora bien, el hecho de que en determinados casos las áreas señaladas o sus titulares no sean denominados específicamente como de "auditoría, quejas y responsabilidades", no implica su inexistencia jurídica; tal criterio atendería estrictamente a la letra de las normas aplicables al caso, sin analizar el contexto normativo y el sentido específico del texto legal, y éste no establece la denominación específica que habrá de corresponder a las mencionadas áreas, sino que simplemente prevé su existencia encomendándoles realizar auditorías, recibir y tramitar quejas y determinar responsabilidades administrativas en relación con los servidores públicos; es decir, señala un ámbito de competencia y no una denominación específica, lo que además permite a la autoridad administrativa proveer al cumplimiento de la normatividad sin exceder las disposiciones presupuestales a su alcance, pudiendo así integrar el área correspondiente con el nivel o la categoría que su capacidad presupuestal le permita.”

En las relatadas condiciones, al haber resultado infundados, por ende, insuficientes los conceptos de impugnación relativos a la supuesta inexistencia de la autoridad y a su falta de competencia, lo conducente es declarar la plena validez de las actuaciones procesales y de los medios de convicción recabados que dieron origen al presente recurso de apelación.

OCTAVO. Sanciones impuestas. Son esencialmente fundados los agravios que vierten los enjuiciados en lo que atañe a la sanción impuesta por la resolutora, por tanto, con fundamento en el artículo 103
, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, suficientes para modificar el fallo impugnado.

Por tanto, al no existir reenvió en la apelación, esta Sala Superior reasume la jurisdicción del presente juicio y procede a emitir el fallo correspondiente, atendiendo a lo anteriormente decidido. Encuentra aplicación analógica a la presente decisión, la siguiente jurisprudencia aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.

“APELACION. CUANDO EL TRIBUNAL DECIDE REVOCAR O MODIFICAR LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO, DEBE EXAMINAR OFICIOSAMENTE LA LITIS DEL JUICIO A EFECTO DE NO DEJAR INAUDITA A LA PARTE QUE OBTUVO EN PRIMERA INSTANCIA. No existiendo reenvío en la apelación, si con motivo de la interposición de dicho recurso el tribunal de alzada decide revocar o modificar la sentencia de primer grado, además de los agravios expresados por el apelante, debe examinar oficiosamente la totalidad de los puntos que constituyen la litis del juicio y apreciar las pruebas que en él se hubiesen rendido que, de no tenerse en cuenta, pudieran dejar inaudita a la parte que careció de la oportunidad de plantearlos por haber obtenido todo lo que pidió, ya que al haberle resultado favorable el fallo que decidió la controversia en primera instancia, no tenía por qué recurrir esa sentencia que sólo le beneficiaba, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 689 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. Consecuentemente, si no se suple la falta de agravios de dicha parte, se transgrede la garantía de audiencia que consagra el artículo 14 constitucional.”

Debe establecerse que, en la resolución en estudio, la resolutora, una vez que tuvo por acreditada la participación de los enjuiciados en la comisión de la falta administrativa de desvío de recursos, impuso a cada uno de ellos un año de inhabilitación para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios y obras públicas, al considerar lo siguiente:
La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, determinó que la autoridad investigadora incumplió con la carga de probar, mediante elementos de convicción contundentes, el monto total del daño y perjuicio supuestamente causado a la hacienda pública del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.

Para arribar a esas conclusiones, la A quo analizó las condiciones particulares de los infractores conforme a los parámetros siguientes:

Debidamente se estableció que los cargos de ****** que ostentaban los imputados les otorgaban el conocimiento y plena conciencia de la ilicitud de la conducta atribuida (desvío de recursos públicos), actualizándose una infracción al excederse en el ejercicio de sus funciones oficiales.

En relación a las condiciones socioeconómicas y percepciones mensuales, valoró los oficios RH/******/2022, RH/******/2022 y RH/******/2022, se tuvo por acreditados los ingresos que percibían los ex servidores públicos durante su encargo: a) ****** con una percepción mensual de $****** con una percepción mensual de $****** (******) y ****** con una percepción mensual de $****** (******).

De ahí que, concluyó que tano el grado de escolaridad como los ingresos económicos fijados les permitían a los involucrados mantener un nivel de vida decoroso.

La Sala de instancia determinó que, al no demostrarse la obtención de beneficios económicos, ni daños y perjuicios a la hacienda pública, resultaba improcedente la imposición de una sanción económica o el pago de una indemnización reparatoria.

Por tanto, del análisis de las actuaciones del expediente de investigación, la resolutora advirtió que las conductas de ****** no se ubicaron en la hipótesis del artículo 78, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en virtud de la omisión de la autoridad investigadora de cuantificar y acreditar fehacientemente el detrimento patrimonial.

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77, de la Ley Reglamentaria, la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal determinó procedente imponer a los ex servidores públicos la sanción de inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público, así como para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, por el periodo de un año.

Al respecto, sostuvo que dicha sanción cumple con el estándar de proporcionalidad respecto a la gravedad de la falta y responde a la necesidad de prevenir prácticas ilegales.

En contra de lo resuelto, los sentenciados esencialmente se duelen que la imposición de la sanción es alta.

Al respecto, ******, formulan motivos de disenso relativos a la desproporcionalidad de la sanción, quienes solicitan la sanción mínima o la absolución. En esencia, los recurrentes sostienen que, al no existir daño patrimonial cuantificable, beneficio económico personal, ni reincidencia, la Magistrada Resolutora debió imponer la sanción mínima de tres meses de inhabilitación.
****** sostuvo que un año de inhabilitación es ilegal al derivar de una responsabilidad equiparada o analógica. En consecuencia, solicita la absolución lisa y llana en atención al principio de presunción de inocencia o, subsidiariamente, la aplicación de la sanción mínima de tres meses, invocando los principios pro persona, proporcionalidad y razonabilidad, según el grado de participación.

En ese sentido, procede el estudio de los agravios orientados a controvertir la graduación de la sanción, con el objeto de determinar si la Sala origen motivó debidamente el grado de culpabilidad o si, por el contrario, la sanción resulta excesiva frente a la ausencia de reincidencia o beneficio económico personal alegada por los apelantes.
Este Tribunal de Alzada considera que la resolutora, justificó indebidamente la imposición de la sanción de inhabilitación temporal de un año, a los ex servidores públicos ******, por la comisión de la falta administrativa grave consistente en el desvío de recursos públicos prevista en el artículo 53, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Es necesario puntualizar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.
Dicho precepto, al señalar que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.
Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus actos o resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 
Tales exigencias tienen como propósito evidente que, en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. Apoya lo anterior, la tesis siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.”

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”

Luego, el principio de proporcionalidad en el derecho administrativo sancionador, previsto constitucionalmente, exige un equilibrio cuantitativo y cualitativo entre la gravedad de la conducta infractora y la gravedad de la sanción que se impone.
Para cumplir con esta exigencia, la autoridad juzgadora no puede ejercer un arbitrio sin motivación; está constreñida a ponderar armónicamente tanto los elementos objetivos (la afectación real al servicio público) del caso concreto.
La Magistrada Resolutora determinó que la autoridad investigadora no demostró la existencia de un daño o perjuicio a la hacienda pública del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.
Que no obra en el expediente constancia alguna que actualice la figura jurídica de la reincidencia.

Ahora bien, debe destacarse que, si bien es cierto que la falta de daño patrimonial no exime de responsabilidad a los servidores públicos por el desvío de recursos, ello, no conlleva a exentar de sanción, pues en primer lugar, la simple circunstancia de señalar y tomar en cuenta en un procedimiento disciplinario que la conducta atribuida a un servidor público no causó ningún daño o perjuicio patrimonial, o bien, que no le reportó beneficio económico alguno al responsable, implica necesariamente haber valorado aspectos de tipo económico para individualizar la sanción por el incumplimiento de obligaciones administrativas; en segundo lugar, porque esa interpretación sería contradictoria con lo establecido en el artículo 109, fracción III, de la propia Constitución, el cual dispone que se deben aplicar sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones; y en tercero, porque ello impediría sancionar a los servidores públicos que incumpliendo con sus obligaciones y, en consecuencia, los principios que rigen en el servicio público, no obtengan con sus conductas irregulares beneficios económicos, o bien, causen daños o perjuicios de carácter patrimonial, máxime que existen innumerables conductas no estimables en dinero que pueden ser causa de responsabilidad administrativa por el incumplimiento de obligaciones de esta naturaleza. 

Decisión que esta Alzada apoya en la tesis I.8o.A. 123 A, emitida por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 1169, Tomo XXV, Novena Época, registro digital 172153, de rubro: “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PUEDEN SANCIONARSE LAS IRREGULARIDADES COMETIDAS POR ÉSTOS, AUNQUE NO IMPLIQUEN UN BENEFICIO ECONÓMICO PARA EL RESPONSABLE NI CAUSEN DAÑOS O PERJUICIOS PATRIMONIALES.”
Por lo que, una vez acreditada la existencia de la falta grave y delimitado el marco punitivo aplicable, este Tribunal de Alzada procede al examen de los artículos 77 y 79, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, los cuales establecen:
“Artículo 77. Las sanciones administrativas que imponga el Tribunal a los servidores públicos, derivado de los procedimientos por la comisión de faltas administrativas graves, consistirán en: 
I. Suspensión del empleo, cargo o comisión;
II. Destitución del empleo, cargo o comisión; 
III. Sanción económica, y
IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas. 
A juicio del Tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones señaladas, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad de la falta administrativa grave. 
La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser de treinta a noventa días naturales.
En caso de que se determine la inhabilitación, ésta será de uno hasta diez años si el monto de la afectación de la falta administrativa grave no excede de doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización, y de diez a veinte años si dicho monto excede de dicho límite. Cuando no se causen daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro alguno, se podrán imponer de tres meses a un año de inhabilitación.”

“Artículo 79. Para la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo 77 de esta Ley se deberán considerar los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes: 
I. Los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones;
II. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos la antigüedad en el servicio;
III. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; 
IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; 
V. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y 
VI. El monto del beneficio derivado de la infracción que haya obtenido el responsable.”
De la interpretación conjunta de ambos preceptos, se colige que el Tribunal resolutor debe ponderar dichos factores para asegurar una sanción proporcional. En el presente caso, se advierte que la A quo no motivó suficientemente la imposición de las sanciones, omitiendo el análisis exhaustivo de los elementos establecidos en el citado artículo 79, resultando fundados los conceptos de impugnación formulados por los apelantes.
Al respecto, del examen del fallo recurrido se advierte que, para la individualización de la pena conforme a los parámetros previstos en el artículo 79 de la ley de la materia, la Sala de origen ponderó las circunstancias particulares bajo las consideraciones siguientes:
Daño patrimonial no acreditado: La juzgadora determinó que la autoridad investigadora no demostró con pruebas contundentes el monto total del daño causado a la hacienda pública del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto.
Nivel jerárquico y conciencia de la antijuridicidad: Por sus cargos, antecedentes y antigüedad, el ****** tenían plena conciencia del desvío de recursos públicos, excediéndose en sus funciones.
Condiciones socioeconómicas y calidad de vida: Con base en los oficios de recursos humanos, se constataron percepciones mensuales de $****** (******) - (******); $******) - (******); y $******(******), (******), permitiéndoles un nivel de vida decoroso por sus ingresos y escolaridad.
Inoperancia de los elementos socioeconómicos para agravar: Las condiciones socioeconómicas y el grado de escolaridad constituyen elementos subjetivos que, al no estar vinculados con la acreditación objetiva del daño o perjuicio a la hacienda pública, resultan insuficientes para incrementar la severidad de la sanción.
Inexistencia de la agravante de reincidencia: La resolutora constató que la búsqueda en los registros de sanciones firmes resultó infructuosa, por lo que determinó que no se actualizaron los supuestos de reincidencia previstos en el artículo 79, fracción V, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Configuración de falta grave sin afectación patrimonial o lucro: La Magistrada de instancia precisó que, si bien la conducta constituyó la falta grave de desvío de recursos públicos (artículo 53), la autoridad investigadora no aportó medios de convicción que acreditaran un daño a la hacienda pública o la obtención de un beneficio económico o lucro para los encausados.
Sanción sin perjuicio económico: Con apoyo en la tesis jurisprudencial de rubro: “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PUEDEN SANCIONARSE LAS IRREGULARIDADES COMETIDAS POR ESTOS, AUNQUE NO IMPLIQUEN UN BENEFICIO ECONÓMICO PARA EL RESPONSABLE NI CAUSEN DAÑOS A PERJUICIOS PATRIMONIALES.”, la juzgadora determinó procedente sancionar la conducta aun en ausencia de un quebranto patrimonial.
Improcedencia de sanciones resarcitorias y económicas: Al no demostrarse los supuestos del artículo 78 (beneficios propios o a terceros e indemnizaciones), la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal declaró improcedente imponer sanciones económicas o condenas de reparación del daño, derivado de la omisión de la autoridad investigadora de cuantificar o analizar el perjuicio causado.
Sentido del fallo: Como consecuencia de lo anterior, la Magistrada resolutoria impuso a ****** la sanción de inhabilitación temporal por el término de un año para desempeñar empleos, cargos o comisiones públicas, así como para participar en procedimientos de contratación pública; medida que consideró proporcional a la gravedad de la falta y apta para prevenir conductas infractoras.
Bajo esa perspectiva, este Tribunal de Alzada, advierte que la sentencia recurrida adolece de una evidente falta de motivación en el apartado relativo a la individualización de la sanción, violando con ello los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
De ahí que, este Tribunal procede a llevar a cabo el estudio de la sanción que de imponerse a los enjuiciados. Cabe señalar que la tesis I. 7o.A.301 A, sostenida por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, dispone: 
“RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE SERVIDORES PÚBLICOS. AL RESOLVER EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, LA AUTORIDAD DEBE BUSCAR EL EQUILIBRIO ENTRE LA CONDUCTA INFRACTORA Y LA SANCIÓN A IMPONER. De conformidad con el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos deberán establecer sanciones de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados con su conducta. De esta manera, por dispositivo constitucional, el primer parámetro para graduar la imposición de una sanción administrativa por la responsabilidad administrativa de un servidor público, es el beneficio obtenido o el daño patrimonial ocasionado con motivo de su acción u omisión. Por su parte, el numeral 54 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (de contenido semejante al precepto 14 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de marzo de dos mil dos), dispone que las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta, además del señalado con antelación, los siguientes elementos: I. La gravedad de la responsabilidad y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan las disposiciones de dicha ley; II. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; III. El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del infractor; IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; V. La antigüedad en el servicio; y, VI. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. Por tanto, la autoridad administrativa debe buscar un equilibrio entre la conducta desplegada y la sanción que imponga, para que ésta no resulte inequitativa. Por ejemplo, si la autoridad atribuye a un servidor público el haber extraviado un expediente, y esa conducta la estima grave, pero sin dolo o mala fe en su comisión; reconoce expresamente que no existió quebranto al Estado, ni beneficio del servidor público; valoró la antigüedad en el empleo, lo cual no necesariamente obra en perjuicio del empleado de gobierno, toda vez que la perseverancia en el servicio público no debe tomarse como un factor negativo; tomó en cuenta si el infractor no contaba con antecedentes de sanción administrativa, y no obstante lo anterior, le impuso la suspensión máxima en el empleo, es inconcuso que tal sanción es desproporcionada y violatoria de garantías individuales.”

De dicho criterio, se obtienen los requisitos para imponer sanciones a los servidores públicos, consisten en: I. La gravedad de la responsabilidad y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan las disposiciones de la ley; II. Las circunstancias socio económicas del servidor público; III. El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del infractor; IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; V. La antigüedad en el servicio; y, VI. La reincidencia en el incumplimiento de las obligaciones.
Lo anterior, cuando ha quedado demostrada su plena participación en la comisión de una falta administrativa, en este caso grave.
Y, atendiendo a los factores que tomó en consideración la A quo, mismos que convalida esta Alzada, también se debe tomar encuentra la gravedad de la responsabilidad, y medios de ejecución, los cuales se advierten satisfechos, pues, para llevar a cabo la enajenación de los bienes muebles propiedad de la institución de salud se valieron en unión de sus cargos.
Por tanto, resulta altamente grave, pues el daño con su proceder se vio reflejado en un menoscabo patrimonial de un centro de salud, donde acude la población en general a atenderse clínicamente, y al no contar con los insumos necesarios se ve mermada la atención al público.

Por tanto, a juicio de quien aquí resuelve, se considera que debe imponerse a los aquí sentenciados la inhabilitación temporal por el término de un año para desempeñar empleos, cargos o comisiones públicas, así como para participar en procedimientos de contratación pública.
En relatadas condiciones, se modifica la resolución de veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco, dictada en el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2022, por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, única y exclusivamente en los términos antes precisados, dejándose incólume la sanción impuesta; es decir, a ******, la sanción de inhabilitación temporal por el término de un año para desempeñar empleos, cargos o comisiones públicas, así como para participar en procedimientos de contratación pública.
En consecuencia, se ordena llevar a cabo los actos necesarios para que la sanción impuesta en la presente resolución quede debidamente inscrita en el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados.
Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada ****** para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:

RESUELVE

PRIMERO. Se CONFIRMA la resolución de veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el procedimiento de responsabilidad administrativa ******/2022, de acuerdo con las consideraciones y fundamentos precisados en el séptimo considerando de este fallo, en el que quedó acreditada la plena responsabilidad  administrativa de ****** y ******, en la comisión de la falta administrativa grave de desvío de recursos prevista en el artículos 53, en aquiescencia con los numerales 6° y 50, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
 SEGUNDO. Se MODIFICA el fallo apelado única y exclusivamente en los términos precisados en el considerando octavo de esta resolución, dejándose incólume la sanción impuesta; es decir, a****** y ******, la sanción de inhabilitación temporal por el término de un año para desempeñar empleos, cargos o comisiones públicas, así como para participar en procedimientos de contratación pública.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución de manera personal a los presuntos responsables, ****** y, por oficio, a las autoridades investigadora, substanciadora y tercero denunciante, del órgano interno de control del Hospital Central Doctor Ignacio Morones Prieto; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido y remítanse los autos a la Sala de su origen.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del Licenciado Francisco Javier Belmares Olvera, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe.
 “En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
�“Artículo 217. […]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 21-23 de los autos del Toca de apelación.


� Fojas 104-107 de los autos del Toca de apelación.


� Fojas 115 y 116 de los autos del Toca de apelación.


�“Artículo 219. La Sala Superior del Tribunal deberá resolver en el plazo de tres días hábiles si admite el recurso de apelación, o lo desecha por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia. 


[…] 


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


� “Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� “Artículo 121. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad administrativa, será de aplicación supletoria el Código Procesal Administrativo, en lo que corresponda.”


� “Artículo 221. La personalidad o legitimación de las partes, deberá ser analizada de oficio por las Salas.”


Jurisprudencia emitida por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación, página 203, Volumen 205-216, Séptima época, registro digital 240057, de rubro y texto siguiente: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Constancia de notificación a foja 93 de los autos del Juicio de origen.


� Constancia de notificación a foja 94 de los autos del Juicio de origen.


� Constancia de notificación a foja 95 de los autos del Juicio de origen.


� “Artículo 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente no habilitará los días.”


�  Foja 01 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 02-16 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 137 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA******/2021.


� Foja 139-142 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 147-152 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 162-202 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 211-220 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 222-228 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******2021.


� Foja 229-407 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 409-430 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 432-496 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA******/2021.


� Foja 498-512 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 516-551 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 564 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 566 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 736 y 737 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 742 y 743 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 748-750 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 756 y 757 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA******/2021.


� Foja 762-764 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 769-771 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 778 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 898 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Orienta lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 6/2004, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 230, Tomo XIX, Novena Época, registro digital 182082, de rubro y texto: “SERVIDORES PÚBLICOS. LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO LES OBLIGAN Y SIRVEN DE APOYO PARA ESTABLECER LA CAUSA DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA EN QUE INCURRAN, SIEMPRE Y CUANDO LA ACCIÓN U OMISIÓN PREVISTA EN EL CASO CONCRETO ESTÉ PRECISADA COMO CONDUCTA DE ALGUNO DE ELLOS. El artículo 47, fracción XXII, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, prevé que éstos tienen, entre otras obligaciones, la de abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público, por lo que aun cuando los manuales de organización, de procedimientos o de servicios al público no tienen la calidad de leyes o reglamentos, en virtud de que en términos de lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal deben contener información sobre la estructura orgánica de la dependencia a fin de optimizar el funcionamiento de sus unidades administrativas, constituyen normas obligatorias y sirven de base para determinar una causa de responsabilidad administrativa, siempre y cuando la acción u omisión prevista en el caso concreto esté claramente precisada como conducta de determinado servidor público. Lo anterior es así, ya que la mencionada ley federal establece que las obligaciones de los servidores públicos para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento da lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan, son las señaladas en el referido artículo 47.”


� Tesis sostenida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 2742, Tomo XXXI, Novena Época, registro digital 165147.


� Tesis sostenida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 2478, Tomo III, Décima Época, registro digital 2021184.


� Sostenida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 3086, Tomo IV, Décima Época, registro digital 2012785.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 2006590 Instancia: Pleno Décima Época Materias(s): Constitucional, Administrativa Tesis: P./J. 43/2014 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, página 41 Tipo: Jurisprudencia.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 2021184 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: I.1o.A.224 A (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 72, Noviembre de 2019, Tomo III, página 2478 Tipo: Aislada.


� “Artículo 136. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.”


� “Artículo 113. En los procedimientos de responsabilidad administrativa deberán observarse los principios de legalidad, presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, congruencia, exhaustividad, verdad material y respeto a los derechos humanos.”


�  Foja 01 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 02-16 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 137 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 139-142 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******2021.


� Foja 147-152 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 162-202 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA******/2021.


� Foja 211-220 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 222-228 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 229-407 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 409-430 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 432-496 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 498-512 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 516-551 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 564 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 566 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 736 y 737 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 742 y 743 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 748-750 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA******/2021.


� Foja 756 y 757 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 762-764 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 769-771 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 778 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA******/2021.


� Foja 898 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-022/2021.


� Tesis 1a CCLXXXIII/2013 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 1058, Tomo 2, Décima Época, registro digital 2004757.


� Tesis 1a. CCLXXXIV/2013 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 1057, Tomo 2, Décima Época, registro digital 2004756.


� Tesis CCLXXXV/2023 (10a.), emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 1056, Tomo 2, Décima Época, registro digital 2004755.


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 210315 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Octava Época Materias(s): Común Tesis: I. 3o. A. 145 K Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIV, Octubre de 1994, página 385 Tipo: Aislada.


� Foja 137 de los autos del expediente de presunta responsabilidad administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EPRA/002/2022.


� Foja 718 Ídem.


� Foja 896 Ídem.


�  Foja 01 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC-HCDIMP/EIA-022/2021.


� Foja 162-202 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC/HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 211-220 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC/HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 222-227 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC/HCDIMP/EIA-******/2021.


� Foja 432-496 de los autos del expediente de investigación administrativa CGE/OIC/HCDIMP/EIA-022/2021.


� “Artículo 6º. Las Personas Servidoras Públicas observarán en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los principios de, austeridad, disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia, eficiencia y racionalidad en el uso de los recursos públicos que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos principios, las Personas Servidoras Públicas observarán las siguientes directrices: 


I. Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones; 


II Conducirse con rectitud sin utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o pretender obtener algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de terceros; ni buscar o aceptar compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de cualquier persona u organización; […]


VI. Administrar los recursos públicos que estén bajo su responsabilidad, sujetándose a los principios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados;”


� “Artículo 3° Para efectos de esta Ley se entenderá por:


[…]


II. Autoridad investigadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y el Instituto de Fiscalización Superior del Estado, es la encargada de la investigación de faltas administrativas;


� “Artículo 92. En el curso de toda investigación deberán observarse los principios de legalidad, imparcialidad, objetividad, congruencia, verdad material y respeto a los derechos humanos. Las autoridades competentes serán responsables de la oportunidad, exhaustividad y eficiencia en la investigación, la integralidad de los datos y documentos, así como el resguardo del expediente en su conjunto. Igualmente, incorporarán a sus investigaciones, las técnicas, tecnologías y métodos de investigación que observen las mejores prácticas. Las autoridades investigadoras, de conformidad con las leyes de la materia, deberán cooperar con las autoridades competentes a fin de fortalecer los procedimientos de investigación, compartir las mejores prácticas, y combatir de manera efectiva la corrupción.


Artículo 93. La investigación por la presunta responsabilidad de faltas administrativas iniciará de oficio, por denuncia o derivado de las auditorías practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su caso, de auditores externos. Las denuncias podrán ser anónimas. En su caso, las autoridades investigadoras mantendrán con carácter de confidencial la identidad de las personas que denuncien las presuntas infracciones, y de ser necesario brindarán la protección que establece la Ley 


Artículo 94. Las autoridades investigadoras establecerán áreas de fácil acceso, para que cualquier interesado pueda presentar denuncias por presuntas faltas administrativas, de conformidad con los criterios establecidos en la presente Ley. 


Artículo 95. La denuncia deberá contener los datos o indicios que permitan advertir la presunta responsabilidad administrativa por la comisión de faltas administrativas, y podrán ser presentadas por escrito o de manera electrónica a través de los mecanismos que para tal efecto establezcan las autoridades investigadoras, lo anterior sin menoscabo de la plataforma digital que determine, para tal efecto, el Sistema Estatal Anticorrupción.”


� “Artículo 102. Concluidas las diligencias de investigación, las autoridades investigadoras procederán al análisis de los hechos, así como de la información recabada, a efecto de determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones que la ley señale como falta administrativa y, en su caso, calificarla como grave o no grave.”


� Emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 1515, Tomo XXV, Novea Época, registro digital 172521.


� Sostenida por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa del Primer Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 1175, Tomo XV, Novena Época, registro digital 187009.


� “Artículo 103. Las autoridades substanciadoras, o en su caso, las resolutoras se abstendrán de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa o de imponer sanciones administrativas, cuando de las investigaciones practicadas o derivado de la valoración de las pruebas aportadas en el procedimiento referido, adviertan que no existe daño ni perjuicio a la hacienda o al patrimonio de los entes públicos y que la actuación del servidor público esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible, en la que válidamente puedan sustentarse diversas soluciones, siempre que la conducta o abstención no constituya una desviación a la legalidad y obren constancias de los elementos que tomó en cuenta el servidor público en la decisión que adoptó.


La autoridad investigadora o el denunciante, podrán impugnar la abstención, en los términos de lo dispuesto por la presente Ley.”


� Registro digital: 202291, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: I.5o.C. J/4, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Junio de 1996, página 541, Tipo: Jurisprudencia


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.”


� Emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación, página 143, Volumen 97-102, Séptima Época, registro digital 238212.


� Tesis VI. 2o. J/48, sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 43, Octava Época, registro digital 216534.


� Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Novena Época, Registro: 181025, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Julio de 2004, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.301 A, Página: 1799.


� “Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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